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A

ABOgAdO PATROnO. Su REnunCIA AL CARgO COnFERIdO En 
EL MOMEnTO En QuE SE LE nOTIFICA EL ACTO RECLAMAdO IM­
PIdE QuE ESTA FECHA SE TEngA COMO CIERTA PARA InICIAR EL 
CÓMPuTO dEL PLAZO PARA LA PRESEnTACIÓn dE LA dEMAndA 
dE AMPARO (LEgISLACIÓn dEL ESTAdO dE JALISCO). la figura jurí­
dica del "abogado patrono" se encuentra regulada en el artículo 42 del Código 
de procedimientos Civiles del estado de Jalisco; precepto que lo equipara 
a un mandatario especial, ya que desde que acepta su designación está 
facultado para llevar a cabo, directamente en beneficio de la parte que lo de­
signó, todos aquellos actos procesales que le correspondan, excepto los que 
impliquen la adquisición de inmuebles, el desistimiento y los actos persona­
lísimos que la ley o el Juez señalen. en tanto, el diverso artículo 50 dispone 
que mientras continúe el abogado patrono en su cargo, las notificaciones y 
citaciones que se le hagan tendrán la misma validez que si se hicieren a los 
representados, sin que le sea permitido pedir que se entiendan con éstos. 
dicho numeral parte de la base de que el representado, al tener un abogado 
patrono encargado de recibir la notificación será informado, por conducto de 
éste, del dictado de las determinaciones judiciales que se emitan y, por ende, 
no se le dejará en estado de indefensión. Sin embargo, cuando ocurre una hipó­
tesis atípica en que el acto reclamado se notifica al quejoso por conducto de 
su abogado patrono en el juicio natural y, en ese momento, renuncia al cargo 
conferido, no existe certeza de que dicho profesionista, en esa misma fecha, 
hubiese hecho del conocimiento del quejoso la existencia de la resolución 
reclamada, pues la renuncia supone una desatención al asunto por parte de 
quien la formula, aun cuando ésta no hubiese sido acordada formalmente por 
el juzgador de la causa, por lo que no puede tenerse como fecha cierta, a 
efecto de iniciar el cómputo del plazo para la presentación de la demanda de 
amparo. lo anterior es así, porque el acto de renunciar no encuadra en el 
supuesto establecido en el citado artículo 50, que establece que las notifi­
caciones realizadas al abogado patrono tendrán la misma validez que si se 
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hicieren a los representados mientras "continúe" en su cargo; y, al respecto, 
el diccionario de la lengua española de la real academia española concep­
tualiza al infinitivo "continuar" como "proseguir lo comenzado" y "renunciar" 
como "desistir de algún empeño o proyecto", lo que revela, gramaticalmente, 
que son palabras opuestas, ya que la renuncia supone el abandono y no la 
prosecución de lo comenzado. Sin que constituya impedimento para arribar 
a esta conclusión, que el abogado patrono tenga la obligación de seguir el 
negocio mientras el mandante no provea sobre su representación, pues la even­
tual responsabilidad en que puede incurrir al desatender el asunto, no puede 
estar por encima del derecho del justiciable de acudir al amparo y protección 
de la Justicia de la unión.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del terCer CirCuito.
III.2o.C.29 C (10a.)

Queja 78/2015. J. refugio tiscareño Galindo. 30 de abril de 2015. unanimidad de votos. 
ponente: Gerardo domínguez. Secretario: manuel ayala reyes.

esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas  en el Semanario Judicial de la Federación.

ACTOS dE TORTuRA. SI AL COnOCER dEL AMPARO COnTRA LA 
SEnTEnCIA dEFInITIVA, EL JuZgAdOR AdVIERTE QuE EL COACu­
SAdO dEL QuEJOSO, QuIEn nO ES PARTE En EL JuICIO, dECLARÓ 
HABER SIdO VÍCTIMA dE AQuÉLLOS duRAnTE Su dETEnCIÓn, 
dEBE dAR VISTA AL MInISTERIO PÚBLICO AdSCRITO PARA QuE 
ACTÚE dE ACuERdO COn SuS FACuLTAdES, SIn QuE ELLO IMPLI­
QuE InOBSERVAR EL PRInCIPIO dE RELATIVIdAd dE LAS SEnTEn­
CIAS dE AMPARO. de conformidad con el artículo 1o. de la Constitución 
política de los estados unidos mexicanos, todas las personas gozan de los 
derechos humanos reconocidos en ésta y en los tratados internacionales de 
los que el estado mexicano es parte, así como de las garantías para su pro­
tección. de manera que sus autoridades tienen el deber de proteger los dere­
chos humanos, entre los que se encuentran la prohibición de la tortura y la 
protección a la integridad personal, como se establece en los artículos 22 y 29 
de la Carta magna; de ahí que esa obligación no sólo recae en las autoridades 
que deban investigar o juzgar el caso de quien refiera haber sido víctima de 
dichas violaciones, porque de acuerdo con el principio pro persona, para efec­
tos de la protección de los derechos en cuestión, la autoridad de amparo no 
debe limitarse a los hechos denunciados por el quejoso. en ese sentido, si al 
conocer del amparo contra la sentencia definitiva, el juzgador advierte que 
el coacusado de éste, quien no es parte en el juicio, declaró haber sido víctima 
de actos de tortura durante su detención, esa manifestación constituye una de­
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nuncia de ese acto de violación a la integridad personal, que al advertirse de las 
constancias del asunto, y del conocimiento del órgano de control constitucio­
nal, lo obligan a dar vista al ministerio público de la Federación adscrito para 
que éste actúe de acuerdo con sus facultades legales; sin que ello implique 
inobservar el principio de relatividad de las sentencias de amparo, a que alude 
el artículo 73 de la ley de la materia, ya que la vista al representante social no 
incide en la determinación que la autoridad de amparo adoptará respecto del 
quejoso, únicamente se atiende al deber de proteger los derechos humanos 
de toda persona, por mandato constitucional.

NoVeNo triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.9o.P.92 P (10a.)

amparo directo 42/2015. 28 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: Guadalupe 
olga mejía Sánchez. Secretaria: maría del Carmen Clavellina rodríguez.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACTuACIOnES JudICIALES. LA OMISIÓn dE MEnCIOnAR EXPRESA­
MEnTE EL nOMBRE Y APELLIdOS dE LOS SERVIdORES PÚBLICOS 
QuE InTERVInIEROn En ELLAS, A LAS QuE, AdEMÁS, COMPA­
RECIEROn LAS PARTES O dEMÁS SuJETOS PROCESALES, ES 
SuBSAnABLE MEdIAnTE uLTERIOR ACuERdO dE COnVALIdA­
CIÓn, SIn nECESIdAd dE REPETIR LA AudIEnCIA RESPECTIVA 
[APLICACIÓn dE LAS JuRISPRudEnCIAS 2a./J. 151/2013 (10a.) Y 
2a./J. 62/2014 (10a.)]. Conforme con las mencionadas jurisprudencias, pu­
blicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima Época, 
libro XXVi, tomo 1, noviembre de 2013, página 573, de rubro: "aCtuaCioNeS 
JudiCialeS o JuriSdiCCioNaleS. la meNCióN eXpreSa del Nom­
Bre Y apellidoS de loS SerVidoreS pÚBliCoS Que iNterVeNGaN 
eN aQuÉllaS CoNStituYe uN reQuiSito para Su ValideZ, SieNdo iN­
SuFiCieNte, al eFeCto, Que Sólo eStampeN Su Firma." y Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 30 de mayo de 2014 a las 10:40 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima Época, libro 6, 
tomo ii, mayo de 2014, página 1089, de título y subtítulo: "JuriSprudeNCia 
2a./J. 151/2013 (10a.), de ruBro: ‘aCtuaCioNeS JudiCialeS o JuriS­
diCCioNaleS. la meNCióN eXpreSa del NomBre Y apellidoS de loS 
SerVidoreS pÚBliCoS Que iNterVeNGaN eN aQuÉllaS CoNStituYe 
uN reQuiSito para Su ValideZ, SieNdo iNSuFiCieNte, al eFeCto, 
Que Sólo eStampeN Su Firma.’. ÁmBito temporal de apliCaCióN.", 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó 
que la mención expresa del nombre y apellidos de los servidores públicos que 
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intervengan en las actuaciones judiciales o jurisdiccionales, constituye un 
requisito para su validez, siendo insuficiente que sólo estampen su firma; que 
ese criterio tiene como ámbito temporal de aplicación, a partir del 11 de di­
ciembre de 2013, fecha en que terminó la distribución del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta correspondiente al mes de noviembre de 2013; 
y que de advertir que no se cumple en las actuaciones mencionadas el requi­
sito aludido, se deberá ordenar reponer el procedimiento respecto de las 
actuaciones procesales, a fin de que se subsane esa violación formal, en la inte­
ligencia de que, realizado lo anterior, tanto la actuación convalidada como 
las que le siguieron surtirán todos sus efectos legales. ahora bien, cuando las 
actuaciones a que se refieren tales criterios, son de aquellas en que inter­
vinieron las partes o demás sujetos procesales, la autoridad responsable no 
debe repetir la diligencia sino emitir un acuerdo por el cual convalide la 
audiencia respectiva, en el que deberá identificar a quienes intervinieron en 
ella como integrantes de la Junta y quien dio fe, señalando el nombre y ape­
llidos de éstos, por ser un requisito de validez, con lo que deberá darse vista 
personalmente a las partes para los efectos mencionados en la citada ju­
risprudencia 2a./J. 151/2013 (10a.); y para que en un plazo razonable, de ser 
el caso, puedan formular recusación contra quien fungió con carácter de 
autoridad, o bien, alegar que está impedido legalmente para intervenir en 
actuaciones. ello es así, pues la consecuencia de subsanar el defecto de refe­
rencia, no puede llegar al extremo de repetir la actuación inválida, en aras 
de respetar los principios de economía y adquisición procesal, así como 
saneamiento de la causa, porque de lo contrario, es decir, de repetirse la 
audiencia en que se recibió alguna comparecencia, traería consigo la con­
siguiente reiteración de citaciones y notificaciones para hacer presentes de 
nueva cuenta a los intervinientes, lo que podría dar lugar a dilaciones, inclu­
sive intencionales, por alguno de los sujetos que tuvieron participación, aunado 
a que pudiera variar diametralmente el contexto y resultado de lo actuado 
primeramente. lo que, sin duda, sería en perjuicio de las partes y quienes 
asistieron a la diligencia cuestionada, y cumplieron en su oportunidad con 
el llamamiento correspondiente; además de que ello podría derivar en la va­
riación en las expectativas jurídicas de las partes con motivo de un eventual 
nuevo contexto procedimental, todo a causa de un vicio propiamente for­
mal. además, en la jurisprudencia 2a./J. 62/2014 (10a.), dicha Sala determinó 
que la forma de subsanar esos defectos, es convalidando actuaciones. Y por 
"convalidar" según el diccionario de la lengua española de la real academia 
española, significa confirmar o revalidar, especialmente los actos jurídicos. 
en tanto la palabra "revalidar", en la misma fuente de consulta, significa rati­
ficar, confirmar o dar nuevo valor y firmeza a algo; y "confirmar" tiene como 
significados, entre otros, revalidar lo ya aprobado y en los contratos o actos 
jurídicos con vicio subsanable de nulidad, remediar este defecto expresa 
o tácitamente. de ahí que, en estos casos, basta con emitir un ulterior acuer­
do en que se hagan notar a las partes el nombre y apellidos de los servidores 
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públicos adscritos al órgano jurisdiccional que intervinieron en la actuación 
cuestionada para cumplir con las formalidades.

terCer triBuNal ColeGiado eN materia de traBaJo del terCer 
CirCuito.

III.3o.T.18 K (10a.)

amparo directo 1069/2014. ayuntamiento Constitucional de totatiche, Jalisco. 9 de 
enero de 2015. unanimidad de votos. ponente: rodolfo Castro león. Secretario: 
ignacio Beruben Villavicencio. 

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AgRAVIOS InOPERAnTES. LO SOn AQuELLOS QuE ESgRIME EL 
TERCERO InTERESAdO AL RECuRRIR LA SEnTEnCIA En LA QuE 
SE AMPARÓ AL QuEJOSO, SI CuESTIOnA COnSIdERACIOnES 
AJEnAS A LA LITIS COnSTITuCIOnAL dE LA RESOLuCIÓn RECLA­
MAdA. Si la parte tercera interesada, al recurrir en revisión la sentencia que 
amparó al quejoso, introduce planteamientos ajenos a la litis constitucional, 
como aquellos con los que se pretende combatir parte de las consideraciones 
y determinaciones contenidas en la resolución reclamada, lo cual, en principio, 
resulta contrario a la posición del inconforme como parte tercera interesada 
quien, por lo general, busca la subsistencia del acto reclamado, sus agravios 
devienen inoperantes, ya que tales determinaciones debió impugnarlas a 
través del juicio de amparo indirecto y no mediante la revisión, pues la mate­
ria de estudio de dicha alzada se limita a establecer, a la luz de los agravios 
expresados, la legalidad de la sentencia recurrida. así, no es legalmente facti­
ble un pronunciamiento de primera intención al respecto sin que, previamente, 
se hayan sometido dichos planteamientos de inconformidad ante el Juez de 
distrito, ya que se dirigen a combatir aspectos de la interlocutoria reclamada.

Cuarto triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del terCer CirCuito.
III.4o.C.11 K (10a.)

amparo en revisión 7/2015. José Guadalupe del muro pepi. 29 de enero de 2015. unanimi­
dad de votos. ponente: Fernando alberto Casasola mendoza. Secretario: abel Briseño 
arias.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMEnTOS. LA MAdRE SE EnCuEnTRA LEgITIMAdA PARA RE­
CLAMAR LOS QuE CORRESPOndEn A Su HIJO AunQuE ÉSTE 
HAYA ALCAnZAdO LA MAYORÍA dE EdAd, SI SE CAuSAROn 
CuAndO ERA MEnOR Y VIVÍA COn ELLA. Se presume fundadamente 
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que las erogaciones por concepto de alimentos fueron realizadas por la 
madre, salvo prueba en contrario, cuando su hijo aún no tenía la mayoría de 
edad y vivía con ella debido, precisamente, a que ante la imposibilidad de éste 
de allegárselos, es lógico que la madre los pagó ante el incumplimiento del 
padre, por ende, no obstante que el acreedor llegara a la mayoría de edad, la 
madre se encuentra legitimada para reclamar los alimentos atrasados, su­
brogándose en los derechos del hijo respecto de la pensión fijada, de manera 
que las sumas que correspondan pagar no ingresan al patrimonio del hijo, 
sino de la madre, con las que se le reembolsan los gastos realizados en bene­
ficio del menor que en principio debía hacerlos oportunamente el padre. es así, 
dado que ante la situación de necesidad derivada de la falta de pago de la 
pensión a cargo del padre, la madre suele intentar mantener el mayor tiempo 
posible el nivel de vida de sus hijos a la espera de que el padre liquide la 
deuda y para ello suele suplir con ahorros personales, cooperación de fami­
liares o mayor carga de trabajo la prestación adeudada por el padre en tanto 
se normaliza la situación.

QuiNto triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del terCer CirCuito.
III.5o.C.29 C (10a.)

amparo en revisión 109/2015. 14 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: idania 
Guisel Solórzano luna, secretaria de tribunal autorizada por el Consejo de la Judica­
tura Federal para desempeñar las funciones de magistrada. Secretario: óscar Javier 
murillo aceves.

esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO IndIRECTO. ES IMPROCEdEnTE COnTRA EL REFREndO 
O LA PuBLICACIÓn dE nORMAS gEnERALES CuAndO nO SE IM­
PugnAn POR VICIOS PROPIOS. Conforme al artículo 108, fracciones iii 
y Viii, de la ley de amparo, en el amparo indirecto contra normas generales 
el quejoso podrá señalar, con el carácter de autoridades responsables, a las que 
hubieren intervenido en el refrendo del decreto promulgatorio de la ley o en 
su publicación, siempre que formule conceptos de violación para impugnar 
esos actos por vicios propios. por consiguiente, de la interpretación siste­
mática de las porciones normativas referidas con el artículo 61, fracción XXiii, 
de la propia ley, se colige que el juicio de amparo indirecto es improcedente 
cuando en la demanda se señalen como actos reclamados el refrendo o la 
publicación de normas generales, pero no se formulen conceptos de violación 
para controvertirlos por vicios propios.

terCer triBuNal ColeGiado del ViGÉSimo SÉptimo CirCuito.
XXVII.3o.86 K (10a.)
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amparo en revisión 33/2015. inversora inmobiliaria Club, S.a. de C.V. 8 de mayo de 2015. 
unanimidad de votos. ponente: Juan ramón rodríguez minaya. Secretaria: Claudia 
luz Hernández Sánchez.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

APELACIÓn En EL JuICIO dE ARREndAMIEnTO InMOBILIARIO. 
LA SEnTEnCIA dICTAdA En ESA COnTROVERSIA PROCEdE, COn 
IndEPEndEnCIA dE LA CuAnTÍA, POR LO QuE nO OPERA EL 
CASO dE EXCEPCIÓn AL PRInCIPIO dE dEFInITIVIdAd A QuE SE 
REFIERE LA FRACCIÓn XVIII dEL ARTÍCuLO 61 dE LA LEY dE AM­
PARO. el artículo 966 del Código de procedimientos Civiles para el distrito 
Federal, regula la procedencia y efectos de la apelación, al establecer las cla­
ses de resoluciones que pueden combatirse a través de ese recurso, además, 
establece los efectos de su admisión, en el caso de que deriven de una con­
troversia de arrendamiento, sin que su procedencia esté sujeta a lo previsto en 
el diverso 691 del citado ordenamiento. lo anterior, porque el mismo legislador 
excluyó de la regla general que atiende a la cuantía del negocio, a las deter­
minaciones emitidas en materia de arrendamiento al establecer, en la fracción i 
del numeral 426 del aludido código, las sentencias que causan ejecutoria por 
ministerio de ley. lo anterior permite observar que la sentencia definitiva de un 
juicio de arrendamiento inmobiliario es apelable, con independencia del monto 
o cuantía del asunto. en ese tenor, no se actualiza el caso de excepción pre­
visto en la fracción XViii del artículo 61 de la ley de amparo, pues el numeral 
al principio no sujeta la procedencia de tal recurso a condición de cuantía.

SÉptimo triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.7o.C.35 C (10a.)

Queja 75/2015. armi Global, S.a. de C.V. 14 de mayo de 2015. unanimidad de votos. 
ponente: roberto ramírez ruiz. Secretaria: Brenda Castillo muñoz.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ARREndAMIEnTO. EL PLAZO dE dIEZ dÍAS PARA COnSIgnAR EL 
PAgO dE LA REnTA, dEBE COMPuTARSE En dÍAS nATuRALES Y 
nO HÁBILES Y SI EL ÚLTIMO dÍA ES FERIAdO, SE dEBE TEnER POR 
CuMPLIdO EL PLAZO AL dÍA HÁBIL SIguIEnTE O ÚTIL. la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la tesis publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación, Sexta Época, Volumen CVii, Cuarta parte, página 11, de rubro: 
"arreNdamieNto, CoNSiGNaCióN de reNtaS eN. tÉrmiNo para Ha­
Cerla.", no precisa si el lapso racional y prudente de diez días para cumplir 
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con la obligación de pago son días hábiles o inhábiles; por lo que debe enten­
derse que son naturales y que si el último día es inhábil, debe tenerse ampliado 
al día siguiente hábil. por otra parte, es un hecho notorio que la consignación 
se realiza ante la dirección General de Consignaciones del distrito Federal, que 
labora durante días hábiles en términos del artículo 172 de la ley orgánica 
del tribunal Superior de Justicia del distrito Federal. al respecto, los artículos 
1953, 1954, 1955, 1956 y 1176 a 1180 del Código Civil para el distrito Federal, esta­
blecen lo siguiente: 1) es obligación a plazo aquella para cuyo cumplimiento 
se ha señalado un día cierto que es el que necesariamente ha de llegar, y 
cuando se otorgan varios días, se deben entender de veinticuatro horas natu­
rales contados de las veinticuatro a las veinticuatro horas, y el día en que ter­
mina debe ser completo; 2) Cuando el último día del plazo para el cumplimiento 
de una obligación sea feriado, no se tendrá por completo el plazo, sino al día 
siguiente, si fuere útil, que equivale a día hábil; y, 3) es "día feriado" aquel en 
que están cerrados los tribunales y se suspende el curso de los negocios de 
justicia. es "día útil" en sentido jurídico aquel en que pueden practicarse dili­
gencias judiciales. esto obedece a que siendo inhábil el último día para el 
cumplimiento de la obligación de pago, impide ese ejercicio y, a fin de que el plazo 
sea completo, se debe tener en cuenta al día siguiente hábil. por lo tanto, el 
plazo para realizar la consignación es de días naturales y si el último es feriado, 
vence al día hábil o útil siguiente.

terCer triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.3o.C.222 C (10a.)

amparo directo 55/2015. ana luisa Hurtado mateos. 12 de marzo de 2015. unanimidad 
de votos. ponente: Neófito lópez ramos. Secretaria: Valery palma Campos.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ARREndAMIEnTO. SI En EL COnTRATO RELATIVO InTERVIEnE un 
COPROPIETARIO Y En unO POSTERIOR OTRO, LA ARREndATARIA 
TIEnE EL MISMO dERECHO dE ARREndAMIEnTO Y, En CASO dE JuI­
CIO, EL COnVEnIO POSTERIOR SuSTITuYE AL PRIMERO. Conforme 
a los artículos 796 y 943 del Código Civil para el distrito Federal, el derecho de 
copropiedad existe cuando una cosa o un derecho pertenecen pro indiviso a 
varias personas, característica que lleva implícito que ninguno de los copro­
pietarios tiene dominio sobre determinadas partes de la cosa o derecho. Cada 
partícipe tiene el derecho de libre uso de la cosa común, con la condición de 
no darle un destino impropio, ni de causar daño ni perturbación a la posesión 
de los demás; sin embargo, siendo los copropietarios partícipes, aun de la parte 
más pequeña del bien común, no puede restringirse a ninguno de ellos, salvo 
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convenio en contrario, el derecho de usar la totalidad de la cosa, puesto que 
todos tienen por igual derechos de copropiedad sobre todas sus partes. enton ces, 
queda de manifiesto que cualquier copropietario puede defender la propie­
dad común por su propio derecho lo que es acorde con el citado artículo 796. 
ahora bien, cuando un copropietario da en arrendamiento un inmueble sin la 
intervención del otro copropietario, este último tampoco requiere de la inter­
vención del copropietario ausente para celebrar un contrato posterior, porque 
ambos ejercen el derecho de copropiedad respecto de un inmueble que les 
pertenece. por tanto debe considerarse que la arrendataria tiene el mismo 
derecho de arrendamiento, aunque en un acto jurídico intervenga uno y en el 
posterior otro copropietario, ya que al firmar el contrato de arrendamiento y 
tener la calidad de copropietarios, también resultan ser titulares de los dere­
chos derivados de dicho contrato; pero frente a la arrendataria y, en caso de 
juicio, el convenio posterior sustituye al primero.

terCer triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.3o.C.199 C (10a.)

amparo directo 857/2014. maría teresa acosta pérez. 15 de enero de 2015. unanimidad 
de votos. ponente: Neófito lópez ramos. Secretaria: Valery palma Campos

amparo directo 786/2014. maría teresa acosta pérez. 22 de enero de 2015. unanimidad 
de votos. ponente: Neófito lópez ramos. Secretaria: Valery palma Campos.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASEguRAMIEnTO dE VEHÍCuLOS. ES IMPROCEdEnTE COnCEdER 
LA SuSPEnSIÓn dE OFICIO En Su COnTRA POR HABER RESuL­
TAdO POSITIVO EL COnduCTOR A LAS PRuEBAS APLICAdAS 
COn MOTIVO dEL PROgRAMA "SALVAndO VIdAS", PARA PREVE­
nIR ACCIdEnTES AuTOMOVILÍSTICOS gEnERAdOS POR LA In­
gESTIÓn dE ALCOHOL En EL ESTAdO dE JALISCO. el pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación definió que la confiscación prohibida 
por el artículo 22 de la Constitución política de los estados unidos mexicanos, 
es aquella pena que priva de sus bienes a una persona y los adjudica al estado. 
en estas condiciones, dicha figura jurídica no se actualiza respecto del asegu­
ramiento de un vehículo al haber resultado positivo su conductor a las pruebas 
aplicadas con motivo del programa "Salvando Vidas", para prevenir acciden­
tes generados por la ingestión de alcohol, implementado en términos de los 
artículos 20, 48, 72 y 73 de la ley de movilidad y transporte, así como 170 a 174 
de su reglamento, ambos del estado de Jalisco, conforme a los cuales, se ase­
gura o retiene el vehículo conducido por una persona que rebasó la concen­
tración superior a 0.25 miligramos de alcohol por litro de aire espirado, toda 
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vez que se trata de una mera indisponibilididad limitada y provisional del pro­
pietario del vehículo. por tanto, es improcedente conceder la suspensión de 
oficio prevista en el artículo 126 de la ley de amparo contra el aseguramiento 
referido. Sin que sea óbice a lo anterior que  la medida suspensional proceda 
en relación con el arresto del conductor en el Centro urbano de retención Vial 
por alcoholimetría, ya que, en ese caso, se tutela el valor superior del derecho 
humano a la libertad personal.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia admiNiStratiVa del ter­
Cer CirCuito.

III.2o.A.63 A (10a.)

Queja 115/2015. Hugo alejandro ladrón de Guevara tostado. 1 de junio de 2015. unani­
midad de votos. ponente: tomás Gómez Verónica. Secretario: Guillermo García tapia.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AuTORIdAd RESPOnSABLE En EL JuICIO dE AMPARO. nO TIEnE 
ESE CARÁCTER LA ASAMBLEA gEnERAL dE SOCIOS dE un COn­
JunTO HABITACIOnAL, CuAndO PRETEndE IMPOnER SuS dETER­
MInACIOnES. la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en la jurisprudencia 2a./J. 164/2011, que aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXiV, septiembre 
de 2011, página 1089, con el rubro: "autoridad para loS eFeCtoS del 
JuiCio de amparo. NotaS diStiNtiVaS.", ha establecido que las notas dis­
tintivas para ser considerada autoridad responsable en el juicio de amparo, 
son las siguientes: a) la existencia de un ente de hecho o derecho que esta­
blezca una relación de supra a subordinación con un particular, b) que esa 
relación nazca de una ley, la cual dote al ente de una facultad administrativa 
irrenunciable por nacer precisamente de la ley, c) que con motivo de esa rela­
ción, el ente emita actos unilaterales a través de los cuales modifique, cree 
o extinga situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del gobernado, y 
d) que para emitir esos actos, no requiera acudir a órganos judiciales, ni precise 
del consenso de voluntad del afectado. por su parte, el artículo 5o., fracción 
ii, de la ley de amparo vigente, incluyó al particular en el concepto de autoridad, 
cuando: dicte, ordene, ejecute o trate de ejecutar actos que creen, modifiquen 
o extingan situaciones jurídicas del gobernado, en forma unilateral y obliga­
toria, o bien deje de realizar el acto que pudiera modificar o extinguir situaciones 
jurídicas, cuyas funciones se encuentren determinadas por una norma ge ne­
ral (impersonal y abstracta) y deriven de una disposición jurídica de orden pú­
blico y, por tanto, constituyan una potestad cuyo ejercicio es irrenunciable. así, 
cuando una asamblea general de socios apercibe que en el caso de que alguno 
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adeude una cuota ante la administración, se le bloqueará el acceso al condo­
minio, se concluye que no puede considerarse como un acto de autoridad para 
efectos del juicio de amparo ya que, en principio, la relación que rige a la asam­
blea con sus socios, no es de supra a subordinación, en tanto que aquélla no 
actúa de manera unilateral con relación a éstos, ni con base en una norma jurí­
dica general que la faculte a establecer la medida en comento, sino en apoyo 
en una determinación tomada por la mayoría de los condóminos, que se rigen 
por disposiciones de derecho privado, dentro de un plano de coordinación regu­
lado por la ley civil.

oCtaVo triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.8o.C.13 K (10a.)

amparo en revisión 300/2014. Silvana arreola Castillo y otros. 14 de enero de 2015. unani­
midad de votos. ponente: ma. del refugio González tamayo. Secretario: José antonio 
Franco Vera.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AVERIguACIÓn PREVIA. CuAndO EL ACTO RECLAMAdO En AM­
PARO IndIRECTO SEA LA dETERMInACIÓn QuE REVOCA EL nO 
EJERCICIO dE LA ACCIÓn PEnAL PROPuESTO POR EL MInISTE RIO 
PÚBLICO Y SE ORdEnA LA COnTInuACIÓn dE Su InTEgRACIÓn 
PARA LA PRÁCTICA dE dILIgEnCIAS ESPECÍFICAS. EL AuTO InI­
CIAL nO ES LA RESOLuCIÓn IdÓnEA PARA AnALIZAR Su PROCE­
dEnCIA. Cuando en la demanda de amparo se señala como acto reclamado 
la resolución que revoca el no ejercicio de la acción penal propuesto por el 
ministerio público y ordena la continuación de la averiguación previa hasta 
su debida integración, así como la práctica de determinadas diligencias, no es 
dable desecharla de plano en el auto admisorio por actualizarse el supuesto 
de improcedencia a que alude la jurisprudencia 1a./J. 87/2008, de la primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXiX, enero de 
2009, página 71, de rubro: "aVeriGuaCióN preVia. el JuiCio de amparo 
iNdireCto eS improCedeNte, por Falta de iNterÉS JurÍdiCo del iNdi­
Ciado, CoNtra la determiNaCióN del proCurador GeNeral de 
JuStiCia por la Que reVoCa el No eJerCiCio de la aCCióN peNal 
propueSto por el miNiSterio pÚBliCo Y ordeNa la deVoluCióN de 
la CauSa a ÉSte para Que Se reCaBeN Y deSaHoGueN diVerSoS 
medioS de prueBa."; en atención a que este criterio analiza la procedencia 
de la acción de amparo, en relación con el "interés jurídico" del quejoso; sin 
embargo, el artículo 5o. de la ley de amparo en vigor, actualmente prevé 
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la figura relativa al "interés legítimo" del gobernado para instar la acción de 
amparo contra aquellos actos que estime afectan sus derechos fundamen­
tales, en virtud de su especial situación frente al orden jurídico; y, en ese 
sentido, el análisis de la acreditación de dicho interés legítimo es propio del 
estudio que se realice en la audiencia constitucional, en razón de que dicha cues­
tión está íntimamente ligada al fondo del asunto, pues este pronunciamiento 
implica analizar si la resolución reclamada causa o no una afectación real y 
actual a la esfera jurídica del quejoso, bien de manera directa o en virtud de 
su especial situación frente al orden jurídico, esto es, que aun cuando dicho 
acto no afecta directamente sus derechos subjetivos, debe analizarse si los efec­
tos jurídicos de aquél son o no susceptibles de causarle un daño o privarlo de 
un beneficio.

terCer triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.3o.P.35 P (10a.)

Queja 39/2015. 28 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: ricardo ojeda 
Bohórquez. Secretaria: alejandra Jarquín Carrasco.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AVERIguACIÓn PREVIA. LA OMISIÓn dEL MInISTERIO PÚBLICO 
dE CITAR O HACER COMPARECER AL PROBABLE RESPOnSABLE 
PARA QuE dECLARE dEnTRO dE ÉSTA, COnTRAVIEnE LOS dE­
RECHOS dE dEFEnSA  Y dEBIdO PROCESO, POR LO QuE En Su 
COnTRA PROCEdE EL JuICIO dE AMPARO IndIRECTO (InTERPRE­
TACIÓn COnFORME Y PRO PERSOnA dEL ARTÍCuLO 107, FRACCIÓn 
VII, dE LA LEY dE AMPARO En RELACIÓn COn EL 20, APARTA­
dO A, FRACCIOnES I, V, VII Y IX, dE LA COnSTITuCIÓn FEdERAL 
En Su TEXTO AnTERIOR A LA REFORMA dE 18 dE JunIO dE 2008). 
el artículo 107, fracción Vii, de la ley de amparo señala de manera enuncia­
tiva los casos en que procede el juicio de amparo contra actos del ministerio 
público, entre los que se encuentran las omisiones cometidas en la investiga­
ción de los delitos. por su parte, el legislador secundario proporcionó mayor 
seguridad jurídica en cuanto a la promoción del juicio de amparo indirecto, al 
reiterar su propósito de que tanto en los procedimientos judiciales, como en 
los administrativos seguidos en forma de juicio, se entienda que para calificar 
estos actos como de imposible reparación sería necesaria una afectación 
material a derechos sustantivos, es decir, sus consecuencias deberían ser de 
tal gravedad que impidieran el ejercicio de un derecho, y no únicamente que 
produzcan una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva que no necesa­
riamente llegaría a trascender al resultado del fallo, además de que deberían 
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recaer sobre derechos cuyo significado rebasara lo puramente procesal o 
procedimental, por lo que atendiendo a esa connotación, por actos de "impo­
sible reparación" debe entenderse el derecho a una defensa adecuada conte­
nido en el artículo 20, apartado a, fracciones i, V, Vii y iX, de la Constitución 
política de los estados unidos mexicanos (texto anterior a la reforma de 18 de 
junio de 2008), cuya finalidad es asegurar que el poder punitivo del estado se 
despliegue a través de un proceso justo, lo que además garantiza en su integri­
dad los derechos fundamentales de los incriminados como es no declarar, no 
autoincriminarse, no ser incomunicado, no sufrir tortura, no ser detenido arbi­
trariamente, así como ser informado de las causas de su detención; asimis­
mo, entraña una prohibición para el estado de no entorpecer el ejercicio del 
derecho de defensa del gobernado y un deber de actuar de informarle el nom­
bre de su acusador, los datos que obren en la causa, brindarle la oportunidad 
de nombrar un defensor, no impedirle que se entreviste previamente y en pri­
vado con él, etcétera. en ese sentido, en términos de los artículos 7, 8 y 25 de 
la Convención americana sobre derechos Humanos; 9, numerales 1 y 4 del 
pacto internacional de derechos Civiles y políticos, que en esencia refieren 
que nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones estipuladas por las Constituciones políticas o por las leyes dicta­
das conforme a ellas, así como las garantías judiciales y protección judicial 
de que goza toda persona; y atento al principio pro persona, la omisión del 
ministerio público de citar o hacer comparecer al probable responsable para 
que declare dentro de la averiguación previa, contraviene los derechos de defen­
sa adecuada y debido proceso, los cuales son de especial atención, prerrogati­
vas que como lo señaló la Corte interamericana de derechos Humanos, deben 
ejercerse desde que se señala a una persona como posible autor o partícipe 
de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en 
su caso, la etapa de ejecución de la pena; por ello, en su contra procede el 
juicio de amparo indirecto; ya que sostener lo contrario, implicaría someter 
esos derechos humanos a que el probable indiciado se encuentre en determi­
nada fase procesal, dejando abierta la posibilidad de que se transgredan sus 
derechos a través de actos de autoridad que desconoce o que no puede con­
trolar u oponerse con eficacia, lo cual es contrario a la Convención americana 
sobre derechos Humanos; por lo que el estado, en todo momento, está obli­
gado a tratar al individuo como un verdadero sujeto del proceso, en el más 
amplio sentido, y no simplemente como objeto de él. Sin que obste a lo ante­
rior que la autoridad, en ciertos casos, pueda reservar algunas diligencias de 
investigación, para garantizar la eficacia de la administración de justicia; em­
pero, este derecho debe armonizarse con el de defensa del investigado, que 
supone, entre otras cosas, la posibilidad de conocer los hechos que se le impu­
tan, por lo que el probable responsable no puede esperar a que el ministerio 
público lo cite a rendir su declaración y le informe que se encuentra sujeto a 
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una averiguación previa o que se consignó ésta, para que pueda ejercer su 
derecho a una adecuada defensa; máxime que de ser cierto que se le sigue 
una indagatoria, al citarlo a comparecer se le estaría dando la oportunidad 
de desvirtuar la acusación, trayendo como consecuencia el no ejercicio de la 
acción penal, con lo cual dejaría de estar afectado por un estado de incerti­
dumbre permanente.

NoVeNo triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.9o.P.88 P (10a.)

Queja 43/2015. 4 de junio de 2015. unanimidad de votos. ponente: emma meza Fonseca. 
Secretario: J. trinidad Vergara ortiz.

nota: la presente tesis aborda el mismo tema que la diversa i.9o.p.38 p (10a.), de título 
y subtítulo: "aVeriGuaCióN preVia. la omiSióN del miNiSterio pÚBliCo de 
Citar o HaCer CompareCer al proBaBle o proBaBleS reSpoNSaBleS 
para Que deClareN eN ella CoNtraVieNe el dereCHo de deFeNSa Y el 
deBido proCeSo, por lo Que eN Su CoNtra proCede el JuiCio de amparo 
iNdireCto (iNapliCaBilidad de la JuriSprudeNCia 1a./J. 154/2005).", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima Época, libro XXVi, 
tomo 2, noviembre de 2013, página 1291, que es objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de tesis 160/2014, pendiente de resolverse por la primera Sala.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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BIEnES EMBARgAdOS. TIEnE RESPOnSABILIdAd SOLIdARIA EL 
ACTOR COn EL dEPOSITARIO PARA RESPOndER POR Su dEVO­
LuCIÓn, SI LA dESIgnACIÓn SE HIZO COnSTAR En LA dILIgEn­
CIA RESPECTIVA. del artícu lo 1392 del Código de Comercio se advierte que 
la responsabilidad del cuidado y manejo de los bienes embargados recae en el 
depositario judicial, que al efecto designe el actor, quien para el caso de la en­
trega o devolución de los bienes secuestrados, la ley aplicable, en la especie, 
establece la responsabilidad solidaria de éste con la persona que lo nombró 
bajo su responsabilidad. en ese sentido, si es el actor quien designa deposi­
tario de los bienes embargados y, esto se hizo constar en la diligencia, es claro 
que, en atención a la responsabilidad solidaria que tiene con el depositario, está 
obligado a la restitución de los bienes que éste recibió, por lo que el hecho 
de que él no tenga la posesión, no lo exime de la obligación que contrajo al 
haber realizado la designación del depositario y, por ende, también debe res­
ponder por la devolución de todos los bienes que aquél recibió en la diligen­
cia de embargo.

primer triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del SeXto CirCuito.
VI.1o.C.73 C (10a.)

amparo en revisión 175/2014. Jesús Sánchez pérez. 5 de junio de 2014. unanimidad de 
votos. ponente: eric roberto Santos partido. Secretario: José ignacio Valle oropeza.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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COMISIOnES. AL COnSTITuIR un COMPLEMEnTO dEL SuELdO 
BASE, COnFORME A LA FRACCIÓn XII dEL ARTÍCuLO 784 dE LA 
LEY FEdERAL dEL TRABAJO, LA CARgA PROBATORIA dE Su 
EXISTEnCIA CORRESPOndE AL PATRÓn, CuAndO ÉSTE ACEPTA 
HABER PAgAdO un SALARIO FIJO PERO nIEgA LISA Y LLAnA­
MEnTE HABER PACTAdO AQuÉLLAS [ABAndOnO dEL CRITERIO 
COnTEnIdO En LA TESIS XIV.T.A.1 L (10a.)].

amparo direCto 733/2014. 30 de aBril de 2015. uNaNimidad de 
VotoS. poNeNte: pauliNo lópeZ millÁN. SeCretaria: letiCia eVelYN 
CórdoVa CeBalloS.

CoNSideraNdo:

SeXto.—Como antecedentes informativos del caso, es oportuno rela­
tar los siguientes:

antecedentes. 

demanda. el presente caso tiene origen en el juicio ordinario laboral 
**********, promovido por los aquí quejosos en contra de:

a. **********, Sociedad anónima de Capital Variable.

b. **********, Sociedad anónima de Capital Variable.

Y/o quien resulte responsable de la fuente de trabajo ubicada en el 
predio número ********** de la calle ********** por ********** de la ciudad 
industrial, de esta ciudad de mérida, por despido injustificado.

Como hechos fundamentales, los demandantes manifestaron que desde 
el inicio de la relación laboral les hicieron firmar contratos de trabajo, renun­
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cias sin fecha y dos hojas en blanco; que recibían órdenes de **********, en 
su carácter de gerente de ventas y que por conducto de éste fueron despedidos 
injustificadamente el veintinueve de junio de dos mil doce, aproximadamente 
a las cinco de la tarde.

asimismo, relacionaron como fecha de ingreso, puesto y salario base 
los siguientes:

Trabajador: Fecha de ingreso:  Puesto: Salario:

********** 29/julio/2009 Chofer vendedor $ **********

********** 29/mayo/2012 tanquero y despa­
chador de andén.

$ **********

********** 27/junio/2010 ayudante de ven­
dedor.

$ **********

********** 16/diciembre/2009 tanquero y despa­
chador.

$ **********

********** 4/abril/2011 tanquero y despa­
chador de andén.

$ **********

********** 23/mayo/2012 embolsador en pro­
ducción.

$ **********

********** 29/julio/2008 ayudante de ven­
dedor.

$ **********

********** 28/julio/2007 Chofer vendedor. $ **********

********** 15/octubre/2010 ayudante de ven­
dedor.

$ **********

********** 23/septiembre/2011 tanquero y despa­
chador de andén.

$ **********

a su vez, precisaron que además del salario base antes señalado, per­
cibían comisiones sobre las ventas, que ascendían a 1.5% por lo que ve a los 
que desempeñaban el puesto de ayudante de vendedor, tanquero y despa­
chador de andén y de 3% los que laboraban como chofer vendedor, estipendio 
que les era cubierto los sábados; que todos laboraban una jornada de las 7:00 
siete a las 22:00 veintidós horas de lunes a sábado, descansando los do­
mingos de cada semana, por lo que reclamaban el pago de 42 cuarenta y dos 
horas extras semanales.
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Con base en lo anterior reclamaron el pago de: indemnización cons­
titucional, antigüedad, prima de antigüedad, vacaciones y prima vacacional 
por todo el tiempo de servicios prestados, aguinaldo de ese mismo lapso, 
42 horas extras semanales, el pago de $ ********** sin centavos, moneda 
nacional, por concepto de reparto de utilidades del último ejercicio fiscal; pago 
de los días de descanso laborados; cuotas al Instituto Mexicano del Seguro 
Social y aportaciones a la Afore; la nulidad de los documentos y renuncias 
en blanco que les hicieron firmar, así como el pago de cualquier otra pres­
tación accesoria, adicional, legal o contractual a la que tengan derecho 
(folios 1 a 6 y 52 del expediente laboral).

Contestación. Por parte de la patronal demandada **********, Socie­
dad Anónima de Capital Variable, el apoderado dio contestación como única 
responsable de la relación de trabajo y fuente laboral, y aceptó como ciertos: 
las fechas de ingreso, los puestos y el salario base que adujeron los traba­
jadores, pero falsas las comisiones; que laboraban una jornada de 7:00 siete 
a 15:00 quince horas con media hora intermedia para descansar, de lunes a 
sábado, y que los domingos era el día de descanso semanal.

Asimismo, refirió que lo cierto es que el viernes veintinueve de junio 
de dos mil doce los demandantes laboraron normalmente y al concluir sus 
labores a las 15:00 quince horas se retiraron y a partir del día siguiente ya no 
volvieron a presentarse por causas que se ignoran.

Opuso excepción de prescripción, en términos de lo dispuesto en el 
artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo por lo que ve a vacaciones, prima 
vacacional y aguinaldo; inverosimilitud del horario extraordinario reclamado 
y al respecto dijo que no lleva listas de asistencia; y excepción de pago de 
reparto de utilidades (folios 57 a 68).

Ofrecimiento de trabajo. Asimismo, les ofreció el trabajo en los mismos 
términos y condiciones en que lo habían venido desempeñando, incluyendo, 
desde luego, las mejoras económicas que a su categoría pudiesen corres­
ponderles (folio 67).

Por su parte, el apoderado de la persona moral denominada **********, 
Sociedad Anónima de Capital Variable, negó lisa y llanamente la relación 
laboral (folios 69 a 71).

Pruebas.

– Los actores ofrecieron las siguientes (folios 222 a 225):

1. Confesión de **********, Socie­
dad Anónima de Capital Variable.

Desahogada en audiencia de cin­
co de marzo de dos mil catorce 
(folio 265).
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2. Confesión de **********, Socie­
dad anónima de Capital Variable.

desahogada en audiencia de cin­
co de marzo de dos mil catorce 
(folio 270).

3. presunciones legales y humanas. desahogada por su propia y espe­
cial naturaleza.

4. la instrumental de actuaciones. desahogada por su propia y espe­
cial naturaleza.

5. documental privada consistente 
en un legajo de copias de 17 recibos 
de pago de salarios y percepcio­
nes de los actores, en cuyo texto se 
consigna: "tipo de salario: salario 
mixto", con los que sustentan su 
postura de que percibían un salario 
base y un porcentaje de comisiones 
sobre las ventas efectuadas y que 
les eran entregadas en recibos aparte 
y de los cuales jamás se les entregó 
copia.
para su perfeccionamiento ofrecie­
ron la prueba de cotejo y precisaron 
el lugar de ubicación de los origina­
les, domicilio de **********, Sociedad 
anónima de Capital Variable.

Glosadas a fojas 226 a 235.

el cotejo o compulsa se desahogó el 
veintiocho de abril de dos mil ca­
torce (folio 332).

6. a. Factura ********** expedida 
por **********, Sociedad anónima 
de Capital Variable a favor del cliente 
**********, Sociedad anónima de 
Capital Variable, con la que pretenden 
demostrar que ambas demandadas 
operan comercialmente y que a su 
vez se benefician con la prestación 
de servicios de los trabajadores.

Glosadas a fojas 236 y 237.

b. Nota de remisión ********** 
entregada a los trabajadores y que 
aparece a nombre de **********, 
Sociedad anónima de Capital Varia­
ble, con la que pretenden demostrar
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que ambas demandadas operan 
comercialmente y que a su vez se 
benefician con la prestación de 
servicios de los trabajadores.
para su perfeccionamiento ofrecie­
ron la prueba de cotejo y precisaron 
el lugar de ubicación de los origina­
les, domicilio de **********, Socie­
dad anónima de Capital Variable.

7. inspección ocular en los recibos 
de pago de salarios y percepcio­
nes de todos y cada uno de los ac­
tores, prueba que debería abarcar 
el periodo comprendido del uno de 
enero de dos mil siete al veintinueve 
de junio de dos mil doce, que se 
ofreció para acreditar el salario.
prueba que debería realizarse en el 
domicilio de **********, Sociedad 
anónima de Capital Variable.  

desahogada en diligencia de seis de 
marzo de dos mil catorce (folios 274 
a 275).

8. inspección ocular que debería 
llevarse a cabo en las facturas de 
venta expedidas por **********, 
Sociedad anónima de Capital Va­
riable en el periodo comprendido 
del uno de enero de dos mil siete 
al veintinueve de junio de dos mil 
doce, y se ofrece para acreditar que 
ambas personas morales operan 
comercialmente o que ambas se 
benefician con la prestación de 
servicios de los trabajadores deman­
dantes.
prueba que se debería realizar en el 
domicilio de **********, Sociedad 
anónima de Capital Variable.

desahogada en diligencia de seis de 
marzo de dos mil catorce (folios 276 
a 277).

– la parte demandada **********, Sociedad anónima de Capital Va­
riable ofreció las siguientes (folios 238 a 239):



2144 AgOSTO 2015

1. Confesión de **********. desahogada en audiencia de siete de 
marzo de dos mil catorce (folio 279).

2. Confesión de **********. desahogada en audiencia de siete de 
marzo de dos mil catorce (folio 284).

3. Confesión de **********. desahogada en audiencia de once de 
marzo de dos mil catorce (folio 289).

4. Confesión de **********. desahogada en audiencia de once de 
marzo de dos mil catorce (folio 294).

5. Confesión de **********. desahogada en audiencia de trece de 
marzo de dos mil catorce (folio 299).

6. Confesión de **********. desahogada en audiencia de trece de 
marzo de dos mil catorce (folio 304).

7. Confesión de **********. desahogada en audiencia de ca­
torce de marzo de dos mil catorce 
(folio 309).

8. Confesión de **********. desahogada en audiencia de ca­
torce de marzo de dos mil catorce 
(folio 315).

9. Confesión de **********. desahogada en audiencia de die­
ciocho de marzo de dos mil catorce 
(folio 320).

10. Confesión de **********. desahogada en audiencia de die­
ciocho de marzo de dos mil catorce 
(folio 325).

11. presuncional legal y humana. desahogada por su propia y especial 
naturaleza.

12. instrumental de actuaciones. desahogada por su propia y especial 
naturaleza.

– la demandada **********, Sociedad anónima de Capital Variable, 
ofreció las siguientes (folios 240 a 244):

1. Confesión de **********. desahogada en audiencia de siete de 
marzo de dos mil catorce (folio 282).
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2. declaración de parte o interroga­
torio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

3. Confesión de **********. desahogada en audiencia de siete de 
marzo de dos mil catorce (folio 287).

4. declaración de parte o interroga­
torio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

5. Confesión de **********. desahogada en audiencia de once de 
marzo de dos mil catorce (folio 292).

6. declaración de parte o interroga­
torio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

7. Confesión de **********. desahogada en audiencia de once de 
marzo de dos mil catorce (folio 297).

8. declaración de parte o interroga­
torio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

9. Confesión de **********. desahogada en audiencia de trece de 
marzo de dos mil catorce (folio 302).

10. declaración de parte o interro­
gatorio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

11. Confesión de **********. desahogada en audiencia de trece de 
marzo de dos mil catorce (folio 307).
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12. declaración de parte o interro­
gatorio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

13. Confesión de **********. desahogada en audiencia de ca­
torce de marzo de dos mil catorce 
(folio 312).

14. declaración de parte o interro­
gatorio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

15. Confesión de **********. desahogada en audiencia de ca­
torce de marzo de dos mil catorce 
(folio 318).

16. declaración de parte o interro­
gatorio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

17. Confesión de **********. desahogada en audiencia de die­
ciocho de marzo de dos mil catorce 
(folio 323).

18. declaración de parte o interro­
gatorio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).

19. Confesión de **********. desahogada en audiencia de die­
ciocho de marzo de dos mil catorce 
(folio 328).

20. declaración de parte o interro­
gatorio libre de **********.

desechada en audiencia de cator­
ce de noviembre de dos mil trece, 
por haber sido ofrecida la confesio­
nal y habría duplicidad de prueba 
(folio 245).
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21. testimonial a cargo de ********** 
y **********, de quienes precisó sus 
domicilios y solicitó su citación por 
conducto de la Junta responsable, 
ya que le habían manifestado que 
sólo así se presentaría, ya que no 
quieren verse involucrados en cues­
tiones de índole legal.

en audiencia de catorce de noviem­
bre de dos mil trece, se le impuso la 
carga de presentación de los testigos 
(folio 245) y en audiencia de dieci­
nueve de marzo de dos mil catorce 
se declaró desierta la misma ante la 
inasistencia de los testigos, a pesar 
de que el oferente compareció y rei­
teró su citación (folio 330).

22. instrumental de actuaciones. desahogada por su propia y espe­
cial naturaleza.

23. presuncional legal y humana. desahogada por su propia y espe­
cial naturaleza.

Vista del ofrecimiento. en audiencia celebrada el catorce de noviem­
bre de dos mil trece, se dio vista a la parte actora del ofrecimiento por el 
término de tres días hábiles a partir de la notificación del citado acuerdo, 
apercibido que para el caso de no hacerlo se le tendría por contestado en 
sentido negativo (folio 245), las constancias de notificación personal de dicho 
proveído obran glosadas a fojas 250 y 251.

laudo. acto reclamado. una vez desahogada la secuela procesal, la 
Junta especial Número uno de la local de Conciliación y arbitraje del estado, 
dictó el laudo correspondiente el veintitrés de junio de dos mil catorce, en el 
cual resolvió, en lo toral, considerar de buena fe el ofrecimiento de trabajo y por 
consiguiente la reversión de la carga probatoria, por lo que tocó a la parte 
actora acreditar el despido alegado; así, al no acreditarse la acción principal 
se absolvió a la demandada **********, Sociedad anónima de Capital Va­
riable, de las prestaciones reclamadas, consistentes en indemnización cons­
titucional, antigüedad, prima de antigüedad y salarios caídos, así como de las 
horas extras por inverosímiles y la condenó al pago de vacaciones, prima 
vacacional, y aguinaldo, correspondientes al último año de servicios prestados.

asimismo, se dictó absolución respecto a la diversa demandada 
**********, Sociedad anónima de Capital Variable, toda vez que los actores 
no acreditaron la relación laboral (folios 339 a 361).

Conceptos de violación. en desacuerdo con el sentido del laudo, los 
quejosos hacen valer, en síntesis, los motivos de disenso siguientes:
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primero: que es ilegal el calificativo de buena fe de la oferta de trabajo, 
ya que no se indicó el lugar en el que prestarían de nueva cuenta sus servi­
cios y además la que ofreció la reincorporación, no acreditó ser responsable, 
ni propietaria del mismo; que se ofreció sin las comisiones y los quejosos 
acreditaron percibirlas con las documentales y las inspecciones oculares.

Segundo: Que como ambas personas morales demandadas operan 
en el mismo domicilio debe presumirse que operan conjuntamente, además 
que es el mismo predio en el cual prestaban sus servicios los quejosos, por 
lo que debió analizarse la responsabilidad solidaria.

estudio y resolución. por cuestión de método, los motivos de disenso 
se analizarán en un orden diverso al cual fueron propuestos.

en lo atinente al segundo concepto de violación, antes sintetizado, es 
infundado.

lo anterior es así ya que la coexistencia de diversas fuentes de tra­
bajo en un mismo domicilio no puede ser indicativo de la existencia de una 
relación laboral para con todas, sino que para que sean consideradas soli­
darias responsables de la patronal debió acreditarse que la diversa code­
mandada se beneficia con los trabajos de la que reconoció el vínculo, o 
bien, que se trate de una unidad económica de producción o distribución 
de bienes o servicios.

por consiguiente, el hecho de que las demandadas compartan un 
mismo domicilio por encontrarse en un mismo predio o complejo industrial, 
no es suficiente para tener por acreditada la existencia del vínculo de trabajo 
con todas y cada una de ellas.

en apoyo a lo anterior se invoca la tesis i.9o.t.274 l,1 emitida por el 
Noveno tribunal Colegiado en materia de trabajo del primer Circuito, que este 
tribunal comparte, cuyos rubro y texto se transcriben a continuación:

"relaCióN de traBaJo. CuaNdo uNa de laS empreSaS Code­
maNdadaS la NieGa, el traBaJador deBe demoStrar la iNte­
rrelaCióN eCoNómiCa de produCCióN o diStriBuCióN de BieNeS 
o SerViCioS eNtre todaS laS Que CoNStituYeN la uNidad eCoNó­
miCa, a eFeCto de proBar la eXiSteNCia de aQuÉlla Y oBteNer uN 

1 registro digital: 161773, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tribu­
nales Colegiados de Circuito, tomo XXXiii, junio de 2011, página 1570.
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laudo CoNdeNatorio Y CoN CarÁCter Solidario.—Cuando un tra­
bajador demanda a diferentes empresas el despido injustificado y una de 
ellas lo niega, el hecho de que aquéllas compartan un mismo domicilio 
por encontrarse en un mismo predio o complejo industrial, no es suficiente 
para tener por acreditada la existencia del vínculo de trabajo con todas y 
cada una de ellas, ya que de la interpretación de los artículos 10, 13, 15 y 16 
de la ley Federal del trabajo, se aprecia que el elemento preponderante de 
toda relación de trabajo es la subordinación, que es la dependencia econó­
mica del trabajador con su patrón y, por tanto, a efecto de demostrar la sub­
ordinación con todas y cada una de ellas, el trabajador deberá probar en 
juicio el nexo económico de producción y/o de distribución de bienes y servi­
cios, a efecto de obtener un laudo condenatorio y con carácter solidario."

por otra parte, en lo que respecta al primer concepto de violación, se 
considera que es infundado en una parte y fundado en otra.

en efecto, para calificar el ofrecimiento de trabajo, debe atenderse sus­
tancialmente a las condiciones fundamentales de la relación laboral, a saber: 
salario, puesto o categoría, jornada y horario.

Ha sido criterio reiterado, que la oferta de trabajo por el patrón será de 
buena fe siempre que no afecte los derechos del trabajador, cuando no con­
traríe la Constitución Federal, la ley Federal del trabajo o el contrato individual 
o colectivo de trabajo, es decir, la normatividad reguladora de los derechos 
del trabajador, y en tanto se trate del mismo trabajo, en los mismos o mejo­
res términos o condiciones laborales.

lo anterior se advierte de la jurisprudencia 2a./J. 125/2002,2 emitida 
por la Segunda Sala del tribunal Supremo del país, que dice:

"oFreCimieNto del traBaJo eN loS miSmoS tÉrmiNoS eN 
Que Se VeNÍa deSempeÑaNdo. para CaliFiCarlo eS iNNeCeSario 
ateNder a la Falta de paGo de preStaCioNeS aCCeSoriaS, pueS 
ello No altera laS CoNdiCioNeS FuNdameNtaleS de la relaCióN, Ni 
impliCa mala Fe.—para calificar el ofrecimiento de trabajo que el patrón 
formula al contestar la demanda, con el propósito de que el trabajador regre­
se a laborar en las mismas condiciones en que prestaba el servicio, deben 
tenerse en cuenta los siguientes elementos, a saber: a) las condiciones fun­
damentales de la relación laboral, como el puesto, salario, jornada u horario; 

2 Visible en la página 243, tomo XVi, diciembre de 2002, Novena Época del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta.
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b) si esas condiciones afectan o no los derechos del trabajador establecidos 
en la Constitución política de los estados unidos mexicanos, en la ley Fe­
deral del trabajo, o en el contrato individual o colectivo de trabajo, sin que 
sea relevante que el patrón oponga excepciones, siempre que no impliquen 
la aceptación del despido, toda vez que el artículo 878, fracciones ii y iV, de la 
ley mencionada, permite al demandado defenderse en juicio; y c) el estudio 
del ofrecimiento en relación con los antecedentes del caso o conducta asu­
mida por el patrón, por ejemplo, si al ofrecer el trabajo en un juicio, en otro 
diverso demanda al trabajador la rescisión de la relación laboral que está ofre­
ciendo en aquél, pues ello constituye una conducta contraria al recto proceder 
que, denota falta de integridad y mala fe en el ofrecimiento de trabajo; o bien, 
cuando haya dado de baja al empleado actor en el Seguro Social u otra depen­
dencia en la que necesariamente deba estar inscrito como consecuencia de la 
relación laboral, porque esto revela que, el patrón oferente carece de voluntad 
para reintegrar al trabajador en las labores que venía desempeñando. Con­
forme a esos elementos, por regla general, cabe calificar el ofrecimiento de 
trabajo, sin que sea necesario atender a otras circunstancias, como la falta 
de pago de prestaciones accesorias, tales como vacaciones, prima vacacional, 
aguinaldos, séptimos días y media hora de descanso, pues el impago de dichas 
prestaciones no altera las condiciones fundamentales de dicha relación, dado 
que no da lugar a considerar, por ejemplo, que el patrón pretenda que el tra­
bajador regrese con un salario menor, con una categoría inferior y con una jor­
nada u horario de trabajo mayor, ni que el patrón oferente carezca de voluntad 
para reintegrar al trabajador en las labores que venía desempeñando, sino 
únicamente generan la obligación para la Junta de condenar a su cumplimiento 
o pago proporcional, en caso de que no se haya cubierto dentro del juicio, por 
tratarse de derechos adquiridos por el trabajador, de conformidad con lo dis­
puesto en los artículos 63, 64, 69, 76, 80, 81 y 87 de la ley Federal del trabajo."

lo infundado se actualiza ya que jurisprudencialmente está dicho que 
la calificación del ofrecimiento de trabajo depende, entre otros factores, de los 
términos en que se efectúe, atendiendo a las condiciones fundamentales con 
que se preste el servicio como lo son el salario, el puesto o la categoría, así 
como la jornada y el horario de labores, ya que al no modificarse en perjuicio 
del trabajador y ser acordes con la ley Federal del trabajo, determinan la 
buena fe del ofrecimiento; y que el patrón conserva su derecho a controvertir 
tales condiciones y a realizar la oferta en términos diferentes a los señalados 
por el trabajador en su demanda, situación que contrario a la opinión del que­
joso no provoca, por sí misma, mala fe en la oferta, sino que la calificación en 
este caso, depende de que el patrón demuestre la veracidad de su dicho res­
pecto del punto de que se trate.

de acuerdo a la contestación de la demanda se advierte que, atinente 
con las condiciones fundamentales de la relación laboral no fueron materia 
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de controversia, por haberse reconocido por la empleadora, el puesto y el 
salario base.

por lo que atañe a la jornada u horario, en caso de demostrarse la seña­
lada por el actor, conlleva únicamente a la condena del pago de salarios fal­
tantes, pues lo que prevalece para la calificación del ofrecimiento, es atender 
a las condiciones de trabajo conforme fueron ofrecidas, y ciertamente la de­
mandada lo hace con una jornada legal de labores de ocho horas de lunes 
a viernes con una hora intermedia de descanso fuera del centro de trabajo; y 
sábado de seis horas, descansando los domingos de cada semana, de confor­
midad con lo dispuesto por el artículo 61 de la ley Federal del trabajo.

ahora bien, los quejosos aluden a otros factores:

a. el lugar en el cual se reincorporarían;

b. Que la oferente no acreditó ser la propietaria o responsable del mismo; y,

c. las comisiones.

por lo que ve al primer punto, debe señalarse que no existió contro­
versia entre las partes respecto del lugar en que prestaban los actores sus 
servicios y el hecho de que en el ofrecimiento no se precise la dirección del 
establecimiento no implica mala fe, ya que no hay discrepancia entre las par­
tes sobre el lugar donde se ejecutaban las labores y, al ofrecerse "en los mis­
mos términos", ello es indicativo y revela que se propone para reintegrarse 
en el mismo lugar.

por otra parte, para la calificación de la oferta por parte de quien reco­
noce el vínculo laboral, no influye ni es un requisito legal que deba ser exigido 
el que se acredite ser propietaria o responsable de la fuente de trabajo, pues 
desde el momento mismo en que se le demanda con dicho carácter y al con­
testar acepta el vínculo laboral, ello conlleva la responsabilidad de las re­
sultas de la relación de trabajo, por lo que tampoco es un elemento que 
trascienda para el calificativo de la oferta de reincorporación que se hizo a 
los demandantes.

diferente consideración merece lo atinente al salario, en la parte en que 
en su ofrecimiento no se consideraron las comisiones por ventas que los tra­
bajadores adujeron percibir, por las razones que a continuación se exponen:

Ciertamente, los trabajadores manifestaron en la demanda laboral 
que percibían un salario mixto: conformado por un salario base semanal de 
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$ ********** más comisiones sobre ventas, unos del 1.5% y otros del 3%;3 
el demandado, al contestar, afirmó que sólo percibían el salario base manifes­
tado por los demandantes y falsa la percepción de las comisiones.

Como se advierte, el salario que adujeron los trabajadores se integra con 
un elemento fijo y otro variable (un porcentaje que depende de las ventas).

ahora bien, el artículo 84 de la ley Federal del trabajo establece que el 
salario se integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, gratifica­
ciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en espe­
cie y cualquiera otra cantidad o prestación que se entregue al trabajador por 
su trabajo.

pero, no debe confundirse ese pago con el estipendio que dispone el 
artículo 285 del código obrero, para los agentes de comercio, de seguros, los 
vendedores, viajantes, propagandistas o impulsores de ventas y otros seme­
jantes, quienes son trabajadores de la empresa o empresas a las que prestan 
sus servicios cuando su actividad sea permanente, salvo que no ejecuten per­
sonalmente el trabajo o que únicamente intervengan en operaciones aisladas, 
quienes por la labor ejercida perciben salario a comisión, pues para éstos el 
numeral 289 establece que para determinar el salario diario se tomará como 
base el promedio que resulte de los salarios del último año o del total de los 
percibidos si el trabajador no cumplió un año de servicios.4

incluso, la ley del Seguro Social, en su ordinal 30, establece la dife­
renciación entre dichos salarios para efectos de cotización, al establecer lo 
siguiente:

"artículo 30. para determinar el salario diario base de cotización se 
estará a lo siguiente:

"i. Cuando además de los elementos fijos del salario el trabajador per­
cibiera regularmente otras retribuciones periódicas de cuantía previamente 
conocida, éstas se sumarán a dichos elementos fijos;

3 Foja 4.
4 "artículo 84. el salario se integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, gratifica­
ciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie y cualquiera otra 
cantidad o prestación que se entregue al trabajador por su trabajo."
"artículo 286. el salario a comisión puede comprender una prima sobre el valor de la mercancía 
vendida o colocada, sobre el pago inicial o sobre los pagos periódicos, o dos o las tres de dichas 
primas."
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"ii. Si por la naturaleza del trabajo, el salario se integra con elementos 
variables que no puedan ser previamente conocidos, se sumarán los ingresos 
totales percibidos durante los dos meses inmediatos anteriores y se dividirán 
entre el número de días de salario devengado en ese periodo. Si se trata de un 
trabajador de nuevo ingreso, se tomará el salario probable que le corres­
ponda en dicho periodo, y

"iii. en los casos en que el salario de un trabajador se integre con ele­
mentos fijos y variables, se considerará de carácter mixto, por lo que, para los 
efectos de cotización, se sumará a los elementos fijos el promedio obtenido 
de los variables en términos de lo que se establece en la fracción anterior."

Con base en lo anterior, la diferencia entre: salario diario, salario mixto 
y salario a comisión permite establecer que dada la índole a la que pertenecen 
las comisiones del reclamo de los trabajadores, al constituir un complemento 
del sueldo base, ya que se tasa en un porcentaje de lo vendido a terceros, su 
objetivo es incentivar a los vendedores para que mes a mes incrementen las 
ventas de la empresa; cuestión que, de darse, impactará positivamente en 
los ingresos tanto del patrón como de los trabajadores, por consiguiente, 
queda sujeto a prueba y a la satisfacción de la carga probatoria por a quien 
ello corresponda.

por ende, se considera que la carga probatoria del salario pesa sobre 
el patrón y no en el trabajador en observancia de lo dispuesto por el artículo 
784, fracción Xii, de la ley Federal del trabajo, por razón de que dicho precepto 
impone que en todo caso corresponderá al patrón probar su dicho cuando 
exista controversia sobre el monto y pago del salario.

razones por las cuales este tribunal Colegiado de Circuito se aparta 
del criterio que sostuvo por mayoría de votos, al resolver el amparo directo 
laboral 844/2011, que dio origen a la tesis XiV.t.a.1 l (10a.),5 de la literalidad 
siguiente:

"ComiSioNeS. la CarGa de la prueBa de Su eXiSteNCia CorreS­
poNde al traBaJador CuaNdo el patróN aCepta HaBer paGado 
uN Salario FiJo pero NieGa liSa Y llaNameNte HaBer paCtado aQuÉ­
llaS (iNapliCaBilidad de la JuriSprudeNCia 2a./J. 20/96).—la juris­
prudencia 2a./J. 20/96, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, tomo iii, mayo de 1996, página 193, de rubro: ‘Salario por 

5 registro digital: 2001594, décima Época; tCC; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; 
libro Xii, tomo 3, septiembre de 2012, página 1534.
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ComiSióN. CarGa de la prueBa.’, en la que sostuvo que el monto de las comi­
siones es carga probatoria del patrón, es inaplicable cuando éste, si bien 
convino el pago de un salario fijo, negó lisa y llanamente haber pactado aqué­
llas; pues ante tal negativa corresponde a la actora acreditar su afirmación de 
que el salario también se integraba por la comisión reclamada y sólo en dicho 
supuesto, a la patronal toca probar su monto."

en este orden de ideas, la propuesta de reincorporación formulada por 
el patrón con el salario diario base fijo sin incluir el pago de comisiones, debe 
considerarse de mala fe sólo si no se acredita el salario aducido por el de­
mandado, pues de no demostrar que el estipendio lo constituye únicamente 
el salario base fijo, entonces ello sería indicativo de que pretendía que los 
trabajadores regresasen con un salario menor.

Conclusión. atento a lo anteriormente resuelto, resulta procedente con­
ceder el amparo a los quejosos, toda vez que al variar la carga probatoria del 
pago de las comisiones, sus efectos y alcances, en caso de no acreditarse, 
repercutirían en el laudo.

SÉptimo.—amparo adhesivo. en el amparo adhesivo, la patronal hace 
valer una violación de carácter procesal; atento al sentido del amparo prin­
cipal, resultan procedentes su estudio y análisis.

arguye la patronal quejosa –en síntesis– que desde el ofrecimiento de 
la prueba testimonial manifestó la imposibilidad de presentar directamente 
a los testigos, pero que la Junta responsable indebidamente declaró desierta 
la prueba testimonial que ofreció, derivado de la orden arbitraria e ilegal, de 
atribuirle la carga de presentar a los testificantes, cuando al momento de pro­
poner la probanza, se le hizo saber que aquéllos le habían manifestado que 
no se presentarían salvo que fueran citados por la autoridad ya que no de­
sean verse involucrados en cuestiones legales, lo cual, aduce, trascendió al 
resultado del laudo.

es fundado este aserto.

en efecto, la autoridad responsable transgredió las normas del pro­
cedimiento laboral, al declarar desierta la prueba testimonial ofrecida por la 
patronal quejosa a cargo de ********** y **********, pues al momento de 
ofertar dicha probanza manifestó la imposibilidad de presentarlos, y solicitó 
que la Junta responsable los citara, además de proporcionar sus nombres 
precisó sus domicilios, ambos ubicados en la misma ciudad sede de la Junta 
responsable, conforme lo dispone el artículo 813, fracción ii, de la ley Federal 
del trabajo, en su texto vigente antes del treinta de noviembre de dos mil doce, 
como se ve del escrito de pruebas respectivo:



2155QUINTA PARTE TCC  •  Sec. 2a. Ejecutorias y tesis que no integran jurisprudencia 

"21. la testimonial consistente en las declaraciones de… con domicilio 
el primero en… y la segunda en… dichos testigos se ofrecen y relacionan 
con todos los hechos controvertidos que conforman la litis. dichos testigos 
han manifestado que no se presentarán a declarar a menos que sean re­
queridos directamente por la autoridad, ya que no desean verse involucrados 
en cuestiones de índole legal, motivo por el cual se solicita a esta H. Junta, 
proceda citar a los testigos propuestos, en términos del artículo 813, fracción 
ii, de la ley Federal del trabajo en vigor." (folio 244).

por tanto, el tribunal responsable debió hacer una prudente estima­
ción de los motivos de la imposibilidad que se adujeron, basado en la lógica 
y en la experiencia de acuerdo a ese caso concreto, sin que tales razones 
expuestas deban probarse, ya que tal extremo no lo exige la ley, y sólo en el 
caso de no satisfacerse el último requisito mencionado, la autoridad labo­
ral está facultada para no acordar favorablemente la solicitud de ordenar la 
citación, dejando al oferente la carga de efectuar su comparecencia con el 
apercibimiento de decretar la deserción de la probanza si no los presenta; 
pero si existe duda por parte de la autoridad laboral, respecto de si son o no 
suficientes las razones alegadas, debe ordenar citar a los testigos.

tiene aplicación al caso, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 114/2002,6 
sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
que señala:

"teStiGoS eN materia laBoral. la JuNta deBe eStimar Si eS 
SuFiCieNte la CauSa de impoSiBilidad para preSeNtarloS aleGa­
da por el oFereNte, a FiN de ordeNar Que Se leS Cite.—Si al ofrecer 
la testimonial el oferente manifiesta la imposibilidad de presentar a los testi­
gos, pidiendo que la Junta los cite, además de proporcionar sus nombres 
y domicilios, debe expresar las razones o motivos de esa imposibilidad, con­
forme lo dispone el artículo 813, fracción ii, de la ley Federal del trabajo; ante 
ello, la Junta debe hacer una prudente estimación de los motivos de la im­
posibilidad que se aduce, basada en la lógica y en la experiencia de acuerdo 
al caso concreto, sin que los motivos expuestos deban probarse, ya que tal 
extremo no lo exige la ley. en caso de no satisfacer el último requisito men­
cionado, la autoridad laboral estará facultada para no acordar favorable­
mente la solicitud de ordenar la citación, dejando al oferente la carga de 
efectuar su comparecencia con el apercibimiento de decretar la deserción 
de la probanza si no los presenta, pero si existe duda por parte de la autoridad 

6 Visible en la foja 297, tomo XVi, octubre de 2002, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época.
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laboral, respecto de si son o no suficientes las razones alegadas, debe orde­
nar citar a los testigos."

Sin embargo, la Junta responsable, ante la imposibilidad manifestada 
por el oferente de la prueba testimonial de presentar a los testigos ofreci­
dos, en el acuerdo de admisión de pruebas de catorce de noviembre de dos 
mil trece, resolvió en lo conducente:

"…por lo que toca a la prueba testimonial ofrecida por la parte deman­
dada, y toda vez que manifiesta imposibilidad suficiente para su citación, se 
apercibe a la parte demandada que deberá presentarlos directamente en 
la fecha y hora que se señale y en apoyo de lo anterior se transcriben las 
siguientes jurisprudencias…

"Se fijan las ocho horas con treinta minutos del día veintidós de enero 
del año dos mil catorce, para que tenga lugar la testimonial de los CC. 
********** y **********. Se apercibe a las partes en los siguientes térmi­
nos. al oferente de la presente prueba testimonial que para el caso de no 
presentar personalmente a sus testigos en la fecha y hora antes mencio­
nada se le declarará desierta dicha prueba, por su falta de interés jurídico, en 
virtud de que (sic) juicio de esta autoridad no son suficientes ni fundados 
el motivo para no poder presentarlos personalmente. (folio 248).

"a foja 250 se cambió la fecha de la audiencia para el diecinueve de 
marzo de dos mil catorce."

determinación de la Junta que se estima ilegal, pues no realizó una 
prudente estimación de los motivos de la imposibilidad que adujo el oferente, 
basado en la lógica y en la experiencia de acuerdo a ese caso concreto, tomando 
en consideración que los motivos expuestos no deben probarse, ya que tal 
extremo no lo exige la ley, y aun en el caso de existir duda, respecto de si son 
o no suficientes las razones alegadas, debe ordenar citar a los testigos, pues 
es inicialmente creíble y de buena fe que los testigos propuestos por el ofe­
rente le hayan manifestado lo que adujo al ofertar la probanza, por lo que se 
justifica el impedimento aducido para que la Junta responsable sea la que 
cite a los testigos, de conformidad con la fracción ii del artículo 813 de la ley 
Federal del trabajo, en su texto anterior al vigente (aplicable por cuanto la 
demanda laboral de origen fue presentada el diez de marzo de dos mil diez).

Como consecuencia de lo anterior, al no haberlo considerado así la 
Junta responsable y, por el contrario, esa autoridad le impuso a la parte pro­
ponente la carga de presentar a los testigos con el apercibimiento de deser­
ción, y posteriormente lo hizo efectivo, en audiencia de diecinueve de marzo 
de dos mil catorce, no obstante que el apoderado del actor oferente asistió a 
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la audiencia en comento y reiteró su petición (foja 330), empero, la Junta res­
ponsable hizo efectivo el apercibimiento inicial y declaró desierta la prueba 
en comento en perjuicio de su oferente, con lo cual produjo una violación 
procesal que trascendió al resultado del laudo, de conformidad con la frac­
ción iii del artículo 172 de la ley de amparo, por no recibírsele la prueba 
conforme a la ley aplicable.

en apoyo a lo anterior, se cita la jurisprudencia Viii.4o. J/5,7 emitida 
por el Cuarto tribunal Colegiado del octavo Circuito, que este tribunal com­
parte, cuyos rubro y texto se transcriben a continuación:

"prueBa teStimoNial eN materia laBoral. Si el oFereNte al 
oFreCerla proporCioNa el NomBre Y domiCilio de loS teStiGoS, 
maNiFieSta Su impoSiBilidad para preSeNtarloS, SoliCita Su Ci­
taCióN por CoNduCto de la JuNta, Y ÉSta al admitirla le impoNe 
la CarGa de preSeNtarloS CoN el aperCiBimieNto de deSerCióN 
Y poSteriormeNte lo HaCe eFeCtiVo, ello CoNStituYe uNa Viola­
CióN proCeSal Que traSCieNde al reSultado del Fallo.—Si el ofe­
rente de la prueba testimonial cumple con lo previsto por el artículo 813 de la 
ley Federal del trabajo, al proporcionar los nombres y domicilios de los tes­
tigos, manifiesta su imposibilidad para presentarlos directamente ante la 
Junta y la causa o motivo para ello, la responsable está obligada a ordenar 
su citación; consecuentemente, si la Junta, a pesar de lo anterior, lo previene 
para que presente a dichos testigos, lo apercibe con la deserción de la pro­
banza y posteriormente lo hace efectivo, se actualiza una violación procesal 
que trasciende al resultado del fallo, en términos del artículo 159, fracción iii, 
de la ley de amparo, por no recibírsele la prueba conforme a la ley."

No es óbice a lo anterior señalar que la Junta del trabajo está facultada 
para remover cualquier obstáculo que impida el desarrollo normal y culmi­
nación de los procesos, por lo que puede, de manera fundada y motivada, 
aplicar diversos apercibimientos al oferente, como por ejemplo, que de resul­
tar falsos o incorrectos los domicilios proporcionados, entonces sí quedará 
a su cargo la presentación de sus testigos, con el apercibimiento de deserción 
en caso de no hacerlo; y, asimismo, también tiene la facultad de apercibir a 
los propios testigos, a través de medidas de apremio que agilicen el desahogo 
de la prueba, como son los apercibimientos de multa, antes de acudir a di­
versas medidas que pudieran implicar mayores dilaciones o dificultades en 
su cumplimiento.

7 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXi, enero 
de 2005, página 1617.
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Como consecuencia de lo anterior, al no haberlo considerado así el 
tribunal responsable sino por el contrario, impuso a la parte oferente la carga 
de presentar a los testigos, al considerar insuficientes los motivos que dio el 
oferente con el apercibimiento de deserción que posteriormente hizo efec­
tivo, produjo una violación procesal que trascendió al resultado del laudo.

por otra parte, resultan improcedentes los argumentos que la quejosa 
adhesiva plantea en el inciso b), relacionados con la condena de aportacio­
nes a la afore, toda vez que el objeto esencial del amparo adhesivo es que el 
acto reclamado subsista, como se concluyó el juicio, mas no que a través 
de él se revoque o modifique. en este último caso, el interesado deberá acudir 
al amparo principal.

lo anterior es así, toda vez que no pueden ser materia del amparo 
adhesivo los conceptos de violación que controviertan razonamientos de la 
responsable que trascendieron a un punto resolutivo del laudo definitivo, des­
favorable a los intereses del adherente pues, en ese supuesto, tales motivos 
de queja no podrían lograr que subsistiese el fallo reclamado, sino precisa­
mente lo contrario, situación que sólo podría tener lugar a través del amparo 
principal.

en apoyo a lo anterior se invoca la tesis i.8o.C.4 K (10a.),8 emitida por el 
octavo tribunal Colegiado en materia Civil del primer Circuito, que este tri­
bunal comparte, cuyos título, subtítulo y texto se transcriben a continuación:

"amparo adHeSiVo, materia del. No la CoNStituYeN loS 
CoNCeptoS de ViolaCióN Que impuGNeN CoNSideraCioNeS Que 
traSCeNdieroN al reSultado del Fallo. del contenido del artículo 
107, fracción iii, inciso a), párrafo segundo, de la Constitución Federal, y los 
trabajos legislativos correspondientes, se desprende que la figura del amparo 
adhesivo ha sido creada con la finalidad de que la parte que obtuvo sentencia 
favorable o que tiene interés en que subsista el acto reclamado, esté en posi­
bilidad de mejorar las consideraciones que determinaron el resolutivo favo­
rable a sus intereses. además, el amparo adhesivo tiene lateralmente por 
objeto que en un solo juicio queden resueltas las violaciones procesales, y 
no a través de diversos amparos, por lo que se impone a la parte que obtuvo 
fallo favorable la carga de promover el amparo adhesivo e invocar las viola­
ciones al procedimiento que estime violatorias de sus derechos. en ese orden 
de ideas, debe considerarse que no pueden ser materia del amparo adhesivo 

8 registro digital: 2005329, Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de enero de 2014 a 
las 13:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima Época, libro 2, 
tomo iV, enero de 2014, página 2948.
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los conceptos de violación que controviertan razonamientos de la responsa­
ble que trascendieron a un punto resolutivo de la sentencia definitiva, des­
favorable a los intereses del adherente, pues en ese supuesto tales motivos 
de queja no podrían lograr que subsistiese el fallo reclamado, sino precisa­
mente lo contrario, situación que sólo podría tener lugar a través del am­
paro principal. No es óbice el artículo 182 de la ley de amparo, en la parte en 
que prescribe que los conceptos de violación en el amparo adhesivo debe­
rán estar encaminados a impugnar las consideraciones que concluyan en un 
punto decisorio que perjudica al adherente, toda vez que debe entenderse 
referido a consideraciones cuya desestimación no vendría a cambiar el sen­
tido de la sentencia definitiva o resolución que puso fin al juicio; de no ser así, 
aparte de desconocerse la naturaleza del amparo adhesivo, así como la fina­
lidad que la Constitución le atribuye, se tendría que sería suficiente con que 
alguna de las partes promoviera el amparo principal, para que el que obtuvo 
fallo favorable en parte, o lo que es lo mismo, parcialmente desfavorable, 
pudiese remediar esa situación acudiendo al amparo adhesivo, haciendo de 
esa manera a un lado el plazo que la ley otorga para promover el principal, ya 
que se contaría virtualmente con una segunda oportunidad para plantearlo."

Conclusión. efectos de los amparos principal y adhesivo. en las con­
sideraciones relacionadas, lo procedente es conceder la protección consti­
tucional instada por los quejosos, en contra del laudo dictado el veintitrés de 
junio de dos mil catorce, por la Junta laboral responsable en el juicio laboral 
**********, para los efectos siguientes:

a. deje insubsistente el laudo primigenio; 

b. reponga el procedimiento en la parte conducente del acuerdo de 
admisión de pruebas, así como del acuerdo en que se declaró desierta la 
prueba testimonial ofrecida por la patronal quejosa adhesiva; considere jus­
tificados los motivos para no presentar directamente a los testigos y ordene 
citarlos por conducto del actuario de su adscripción, con los apercibimientos 
que legalmente correspondan.

c. una vez agotada la secuela procesal, dicte nuevo laudo, en el cual, 
para la calificación de la oferta de trabajo, considere lo resuelto en la presen­
te ejecutoria respecto a la carga probatoria y sus alcances, en lo que corres­
ponde a las comisiones.

d. Hecho lo anterior, con libertad de jurisdicción, resuelva la controver­
sia como en derecho proceda.

plazo para dar cumplimiento. asimismo, con fundamento en lo dis­
puesto en los artículos 192, 238 y 258 de la ley de amparo, publicada en el 
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diario oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, se requiere 
al cuerpo colegiado Junta especial Número uno de la local de Conciliación 
y arbitraje del estado, para que dentro del plazo de cuarenta y cinco días 
que al efecto se le concede, contados a partir del día siguiente en que surta 
efectos la notificación relativa, cumpla con lo aquí ordenado; apercibida 
que, de no acatar esta disposición, se le impondrá, en forma solidaria a los 
integrantes de la Junta especial señalada como responsable, una multa equi­
valente a cien días de salario mínimo general vigente en el distrito Federal.

por lo expuesto y fundado y, con apoyo, además, en los artículos 73, 
74, 75, 79, 176 y 217 de la ley de amparo, reglamentaria de los artículos 103 
y 107 Constitucionales, publicada en el diario oficial de la Federación el dos 
de abril de dos mil trece, se resuelve:

primero.—para los efectos que se precisan la Justicia de la unión 
ampara protege a los quejosos **********, **********, **********, **********, 
**********, **********, **********, **********, ********** y **********, 
en contra del laudo de veintitrés de junio de dos mil catorce, dictado por la 
Junta especial Número uno de la local de Conciliación y arbitraje del estado, 
en autos del juicio ordinario laboral **********.

SeGuNdo.—para los efectos que se precisan en el amparo adhesivo, 
la Justicia de la unión ampara y protege a **********, Sociedad anónima 
de Capital Variable y **********, Sociedad anónima de Capital Variable, en 
contra del laudo de veintitrés de junio de dos mil catorce, dictado por la Junta 
especial Número uno de la local de Conciliación y arbitraje del estado, en 
autos del juicio ordinario laboral **********.

Notifíquese como corresponda; con testimonio de esta resolución, de­
vuélvanse los autos a su lugar de origen y anótese.

así, por unanimidad de votos lo resolvió el tribunal Colegiado en ma­
terias de trabajo y administrativa del décimo Cuarto Circuito, que integran 
los magistrados paulino lópez millán, raquel Flores García y Fernando 
amorós izaguirre, siendo ponente el primero y presidente el tercero de los 
nombrados

En términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 15, 18, 19 y 61 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
gubernamental, en esta versión pública se suprime la información con­
siderada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en 
esos supuestos normativos.
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COMPETEnCIA ECOnÓMICA. EL ARTÍCuLO 33, FRACCIÓn II, dE LA 
LEY FEdERAL RELATIVA, nO COnduCE A dECLARAR InOPERAn­
TES En EL RECuRSO dE RECOnSIdERACIÓn LOS AgRAVIOS QuE 
VERSAn SOBRE CuESTIOnES dE dERECHO nO AduCIdAS En LA 
COnTESTACIÓn AL OFICIO dE PROBABLE RESPOnSABILIdAd 
(LEgISLACIÓn VIgEnTE HASTA EL 6 dE JuLIO dE 2014). el citado 
precepto regula el derecho del agente económico a manifestar lo que a su inte­
rés convenga contra el oficio de probable responsabilidad y a ofrecer pruebas 
de su intención e introduce una presunción humana de certeza de los hechos en 
relación con los cuales no haga manifestación alguna; empero, tal mandato 
no implica que el momento procesal para argumentar todas las defensas sea 
al contestar el oficio de probable responsabilidad y que después, particularmente 
en el recurso de reconsideración, ya no sea factible formular otras oposicio­
nes. por el contrario, el hecho de que se dén al probable responsable treinta 
días para contestar dicho oficio solamente implica el otorgamiento a su favor 
del derecho de defensa contra las irregularidades que se le atribuyen previa­
mente al dictado de la resolución respectiva, pero no que una vez emitida 
ésta, no puedan aducirse otras cuestiones en su contra en el medio de defensa 
respectivo. además, si bien es cierto que la postura del agente económico en 
cuanto a los hechos debe quedar definida al contestar el oficio de probable 
responsabilidad –lo cual deriva tanto de su obligación de pronunciarse sobre 
cada uno de ellos en ese momento procesal, como de la presunción humana 
de certeza en caso de omisión–, también lo es que tal imperativo no conlleva 
a que, aparte de los hechos, no puedan aducirse en el recurso de reconside­
ración argumentos de derecho adicionales, toda vez que la norma en análisis 
no lo indica así; máxime que los agravios del recurso de reconsideración no 
recaen en el oficio de probable responsabilidad, sino que se formulan contra 
la resolución sancionadora, y que la privación de derechos se genera hasta 
que se emite esta última, por lo que sería erróneo considerar que las defensas 
en su contra deben definirse anteriormente, al contestarse el oficio de probable 
responsabilidad, cuando aún no se conocen sus fundamentos y motivos.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia admiNiStratiVa eSpeCiali­
Zado eN CompeteNCia eCoNómiCa, radiodiFuSióN Y teleComuNi­
CaCioNeS, CoN reSideNCia eN el diStrito Federal Y JuriSdiCCióN 
eN toda la repÚBliCa.

I.2o.A.E.21 A (10a.)

amparo en revisión 58/2014. pleno de la Comisión Federal de Competencia. 21 de mayo 
de 2015. unanimidad de votos. ponente: arturo iturbe rivas. Secretaria: anaid lópez 
Vergara.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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COMPETEnCIA. LOS COnFLICTOS QuE SE SuSCITEn RESPECTO 
dE BIEnES InMuEBLES, SE REgIRÁn POR LA LEY SuSTAnTIVA dEL 
LugAR dE Su uBICACIÓn, COn IndEPEndEnCIA dE QuE LAS PAR­
TES SE SOMETAn EXPRESAMEnTE A LA COMPETEnCIA dE dETER­
MInAdOS TRIBunALES (ARTÍCuLO 121, FRACCIOnES I Y II, dE LA 
COnSTITuCIÓn POLÍTICA dE LOS ESTAdOS unIdOS MEXICA­
nOS). el artículo 121, fracciones i y ii, de la Constitución política de los estados 
unidos mexicanos, señala que las leyes de un estado sólo tienen efectos en 
su propio territorio y que los conflictos que se susciten respecto de bienes 
inmuebles, se regirán por la ley del lugar de su ubicación. luego, si las partes en 
un contrato se sometieron expresamente a la competencia de determinados 
tribunales y el inmueble materia de la litis tiene su ubicación en distinto estado 
al señalado por la competencia, en términos de lo dispuesto por el artículo 
citado, la controversia se debe regir por la ley sustantiva del lugar de su ubi­
cación. es así, porque la prescripción en el cobro de rentas reclamadas y sus 
aumentos, es un derecho sustantivo que debe ser regulado por la legislación 
de la entidad en la que se ubica el bien inmueble materia del contrato base de 
la acción. el derecho sustantivo es el que trata sobre el fondo de la cuestión, 
reconociendo derechos y obligaciones, motivo por el cual la institución de la 
prescripción pertenece a esta clase de derechos. en tanto que la norma proce­
sal va encaminada a resolver el conflicto, como conjunto de operaciones dentro 
del proceso. Bajo este contexto, si en el caso el hecho generador de las obliga­
ciones cuyo cumplimiento se demandó, se verificó en su totalidad en el estado 
de méxico, sólo que por razón de competencia correspondió conocer del litigio 
a los órganos jurisdiccionales del distrito Federal, es inconcuso que la legis­
lación que se debió aplicar, en cuanto al derecho sustantivo, era la del estado 
de méxico y no la del distrito Federal, porque dicho precepto constitucional 
así lo autoriza. de modo que la Sala incurrió en un error formal al citar dispo­
siciones del Código Civil para el distrito Federal, cuando el aplicable es el 
Código Civil del estado de méxico, teniendo en cuenta que tanto por disposi­
ción constitucional los actos públicos, registros y procedimientos judiciales, 
llevados a cabo en una entidad federativa, tendrán entera fe y crédito en cual­
quier otra, como que los bienes muebles e inmuebles se regirán por la ley del 
lugar de su ubicación.

terCer triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.3o.C.221 C (10a.)

amparo directo 840/2014. Grupo profesional planeación y proyectos, S.a. de C.V. 23 de 
febrero de 2015. unanimidad de votos. ponente: Neófito lópez ramos. Secretaria: 
Cinthia monserrat ortega mondragón.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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COnTRATO dE APERTuRA dE CRÉdITO. COnFORME AL PRIn­
CIPIO dE BuEnA FE, EL dEMAndAnTE, PREVIO A PROMOVER EL 
JuICIO POR InCuMPLIMIEnTO dE Su COnTRAPARTE, dEBE CuM­
PLIR COn LA TOTALIdAd dE LAS OBLIgACIOnES A Su CARgO. 
de la interpretación armónica de los artículos 78 del Código de Comercio 
y 1796 del Código Civil Federal, ambos aplicados supletoriamente a la ley 
General de títulos y operaciones de Crédito, conforme al numeral 2 de este 
último ordenamiento, se colige que la celebración de un contrato de apertura 
de crédito no sólo obliga a los contratantes al cumplimiento de lo expresa­
mente pactado en él, en la manera y términos que aparezca que quisieron 
obligarse, sino también a las consecuencias que deriven de éste, conforme a 
la buena fe, al uso o a la ley. ahora bien, la palabra "consecuencia", de acuerdo 
con el diccionario de la lengua española de la real academia española, quiere 
decir: "hecho o acontecimiento que se sigue o resulta de otro"; en tanto, buena 
fe significa "rectitud, honradez, confianza". en este sentido, el máximo tribu­
nal del país ha establecido que la buena fe: "es base inspiradora de todo el 
derecho y debe serlo, por ende, del comportamiento de las partes en todas 
sus relaciones jurídicas y en todos los actos del proceso en que intervengan". 
así las cosas, tratándose de contratos de apertura de crédito, el demandante, 
previo a promover el juicio, debe cumplir con la totalidad de las obligaciones 
ahí establecidas y las que deriven de dicho acto, incluso aquellas relativas al 
pago de seguros, pues decretar el vencimiento anticipado de un acto jurídico 
de esa naturaleza, a pesar del incumplimiento del propio enjuiciante, supone 
ir en contra del espíritu de la norma, pues aun cuando el actor, al igual que el 
demandado, hubiese incumplido con alguna de las obligaciones a su cargo, 
ello sería irrelevante, debido a que se accedería a sus pretensiones, deján­
dose impune su incumplimiento, y sancionándose únicamente el de su con­
traparte; lo anterior, desde luego, no está permitido por la ley y sería contrariar 
los principios de rectitud, honradez y confianza que caracterizan la buena 
fe, lo cual no es admisible, dado que ésta constituye un eje rector en materia 
contractual conforme a la legislación previamente citada.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del terCer CirCuito.
III.2o.C.30 C (10a.)

amparo directo 834/2014. eduardo palma mejía. 6 de febrero de 2015. unanimidad de 
votos. ponente: Gerardo domínguez. Secretario: José luis pallares Chacón. 

nota: el criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contra­
dicción de tesis 196/2015, pendiente de resolverse por la primera Sala.

esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas  en el Semanario Judicial de la Federación.



2164 AgOSTO 2015

COnTRATO dE SuMInISTRO. COnCEPTO, CLASIFICACIÓn Y dIFE­
REnCIAS COn EL dE PRESTACIÓn dE SERVICIOS. el contrato de 
suministro es aquel por virtud del cual el suministrante se obliga con el sumi­
nistrado a proporcionarle una determinada o determinable cantidad de ar­
tículos, objetos, insumos, bienes o servicios durante un lapso o periodo de 
tiempo, a cambio de un precio cierto y en dinero. el suministro se clasifica 
como un contrato atípico, innominado, consensual por oposición a real, bila­
teral, conmutativo, sinalagmático, de tracto sucesivo y que contiene obligacio­
nes complejas de dar, hacer y no hacer. por tanto, aun cuando las obligaciones 
son complejas, las de mayor relevancia son de dar, ya que el suministrante 
tiene que entregar los bienes materia del contrato, aunque excepcionalmen­
te, si se trata de prestar servicios, puede ser una obligación de hacer, y el 
suministrado pagar el precio acordado en el contrato por los bienes o por 
la realización de los servicios acordados. de tal suerte, si bien el contrato de 
suministro también puede tener por objeto la prestación de algún servicio, no 
por ello adquiere la connotación de este último, pues la característica esen­
cial del contrato de prestación de servicios es que debe ser siempre intuitu 
personae, es decir, el obligado debe cumplir las obligaciones que contraiga 
en forma personal, pues se toma en cuenta la calidad de la persona a quien se 
le encargó el trabajo profesional, lo que no ocurre con el contrato de suministro.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del SeGuNdo 
CirCuito.

II.2o.C.16 C (10a.)

amparo directo 272/2015. Héctor González Hernández. 4 de junio de 2015. unanimidad 
de votos. ponente: Juan Carlos ortega Castro. Secretario: miguel isaí martínez 
Campuzano.

esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COnVEnIO CELEBRAdO AnTE EL CEnTRO dE MEdIOS ALTERnATI­
VOS PARA LA SOLuCIÓn dE COnFLICTOS dEL POdER JudICIAL 
dEL ESTAdO dE VERACRuZ. AL TEnER LA CATEgORÍA dE COSA 
JuZgAdA SE HOMOLOgA A unA SEnTEnCIA EJECuTORIAdA dE 
nATuRALEZA CIVIL En SEnTIdO ESTRICTO Y nO MERCAnTIL, Aun­
QuE TEngA Su ORIgEn En un COnFLICTO dE ESTA MATERIA. 
de una interpretación de los artículos 7 de la ley de medios alternativos para 
la Solución de Conflictos del estado de Veracruz y 338 del Código de proce­
dimientos Civiles para esta entidad, se obtiene que el convenio que se celebra 
ante el Centro de medios alternativos para la Solución de Conflictos del poder 
Judicial del estado de Veracruz o en sus unidades regionales, al tener la catego­
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ría de cosa juzgada, en homologación a una sentencia ejecutoriada de ma­
teria civil, no le da la característica de un documento ejecutivo mercantil que 
lleve aparejada ejecución conforme al artículo 1391, fracción i, del Código de 
Comercio; pues lo que se llevó a cabo ante el órgano de mediación, fue un 
acuerdo de voluntades estrictamente civil y no mercantil derivado de un acto 
de comercio. por lo que, conforme al artículo 206 Quater del citado código 
adjetivo civil, ante su incumplimiento, las partes deben regirse por las dis­
posiciones relativas a la ejecución de convenios judiciales contenidas en dicho 
ordenamiento legal, que contempla acudir ante el Juez competente confor­
me a las disposiciones relativas a la ejecución de convenios judiciales conte­
nidas en éste.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del SÉptimo CirCuito.
VII.2o.C.103 C (10a.)

amparo directo 183/2015. agrícola Castillo Vázquez. 9 de julio de 2015. unanimidad de 
votos. ponente: ezequiel Neri osorio. Secretaria: marcela magaña pérez.

esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas  en el Semanario Judicial de la Federación.

COPIAS dE dOCuMEnTOS O COnSTAnCIAS En EL JuICIO dE AM­
PARO. ACORdE COn LOS PRInCIPIOS dE IguALdAd EnTRE LAS 
PARTES Y dE EQuILIBRIO PROCESAL, PROCEdE Su EXPEdICIÓn 
A SOLICITud dEL MInISTERIO PÚBLICO dE TOdOS AQuELLOS 
APORTAdOS POR LA AuTORIdAd RESPOnSABLE En Su InFOR­
ME JuSTIFICAdO. la reforma a la Constitución política de los estados 
unidos mexicanos, de 18 de junio de 2008, respecto de la implementación del 
sistema procesal penal acusatorio y oral, esencialmente en el artículo 20, per­
mea el reconocimiento de los derechos procesales; así, acorde con los principios 
de igualdad entre las partes y de equilibrio procesal, el agente del ministerio 
público de la Federación, como parte en el juicio de amparo, tiene derecho de 
imponerse de todos los documentos o constancias que lo integran; de mane­
ra que, la negativa a su solicitud de que se le expidan copias de las actuacio­
nes de la averiguación previa, aportadas por la autoridad responsable en el 
informe justificado, bajo el argumento de resguardar el sigilo que caracteriza 
la indagatoria y no entorpecer las investigaciones practicadas en esa etapa del 
proceso, por dar acceso a toda la información contenida en ellas, trastoca 
dichos principios, toda vez que durante la tramitación del amparo, las partes, 
en igualdad de condiciones, tienen total acceso a la información que se allega 
al a quo para determinar la legalidad de la resolución reclamada, con el fin 
de que participen activamente en la formación del litigio informada y objetiva­
mente. por lo que, de conformidad con el artículo 278 del Código Federal de 
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procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la ley de amparo, en térmi­
nos de su artículo 2o., párrafo segundo, es procedente a solicitud del ministe­
rio público Federal, como parte en el juicio de amparo, la expedición de las 
copias de los mencionados documentos.

NoVeNo triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.9o.P.91 P (10a.)

Queja 45/2015. 4 de junio de 2015. unanimidad de votos. ponente: miguel Ángel aguilar 
lópez. Secretaria: ma. de los Ángeles Baños rojas.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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dEFEnSA AdECuAdA En LA AVERIguACIÓn PREVIA. CRITERIO dE 
POndERACIÓn APLICABLE EnTRE ESTE dERECHO RECOnOCIdO 
En EL ARTÍCuLO 20, APARTAdO B, FRACCIÓn VIII, dE LA COnSTI­
TuCIÓn FEdERAL Y EL InTERÉS PÚBLICO QuE COnLLEVA EL SE­
CRETO FISCAL PREVISTO En EL ARTÍCuLO 69 dEL CÓdIgO FISCAL 
dE LA FEdERACIÓn. de conformidad con el artículo 14 en relación con el 
20, apartado B, fracción Viii, ambos de la Constitución política de los estados 
unidos mexicanos, que tutelan el derecho al debido proceso, el cual lleva 
inmer so el de adecuada defensa que implica el derecho de las partes a com­
parecer en la averiguación previa a ejercer su defensa, antes de que sea mo­
dificada su esfera jurídica, lo que implica que debe tratarse al individuo como 
un verdadero sujeto del proceso y no simplemente como un objeto de éste; 
en un juicio de ponderación entre el derecho humano de defensa adecuada, 
reconocido en el citado artículo 20 constitucional, respecto de la prerrogativa 
que le asiste al indiciado de ofrecer y desahogar pruebas durante la fase de 
averiguación previa y el interés público que conlleva el secreto fiscal contem­
plado en el diverso 69 del Código Fiscal de la Federación, debe prevalecer el 
de defensa adecuada, al actualizarse la causa de excepción establecida en 
el primer párrafo del propio artículo 69, relativa a aquellos casos en que los 
datos correspondientes deben suministrarse a las autoridades judiciales en 
procesos del orden penal. lo anterior, toda vez que como prevé el artículo 1o., 
fracción i, del Código Federal de procedimientos penales, la averiguación pre­
via a la consignación a los tribunales –que establece las diligencias legalmen­
te necesarias para que el ministerio público pueda resolver si ejerce o no la 
acción penal–, constituye parte del procedimiento penal, de manera que du­
rante ésta debe tutelarse efectivamente el derecho fundamental de defensa 
adecuada del inculpado, en virtud de que la investigación del delito y del delin­
cuente debe operar sistemáticamente con aquellas normas que dan estruc­
tura, organización y funcionalidad a la impartición de justicia, lo que obliga a 
las autoridades a armonizar y ponderar tanto los derechos de la víctima u ofen­
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dido, como los de los justiciables; por lo que desde la averiguación previa debe 
cerciorarse de que las pruebas de cargo desvirtúen la condición de inocente 
que se reconoce a todo inculpado; por ello, la necesidad de tutela efectiva a 
su derecho humano de adecuada defensa, implica obtener aquellos medios 
probatorios que ofrece el inculpado para desvirtuar el hecho atribuido, pre­
ponderantemente ante el interés público que conlleva el secreto fiscal.

NoVeNo triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.9o.P.90 P (10a.)

amparo en revisión 3/2015. 4 de junio de 2015. unanimidad de votos. ponente: miguel 
Ángel aguilar lópez. Secretaria: ma. de los Ángeles Baños rojas.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

dEMAndA dE AMPARO dIRECTO. LAS AuTORIdAdES RESPOn­
SABLES nO TIEnEn ATRIBuCIOnES PARA dETERMInAR Su 
PROCEdEnCIA O IMPROCEdEnCIA, dAdO QuE SÓLO TIEnEn EL 
CARÁCTER dE AuXILIARES dEL POdER JudICIAL dE LA FEdERA­
CIÓn. las autoridades responsables no tienen atribuciones para determinar 
la procedencia o improcedencia de una demanda de amparo, ya que ello co­
rresponde a los órganos jurisdiccionales del poder Judicial de la Federación 
competentes para conocer y resolver el juicio de amparo, en términos de los 
artículos 1o., 29, fracción i, 37, fracción i, 51, 52, 54 y 55 de la ley orgánica 
del poder Judicial de la Federación. aun cuando una autoridad responsable, 
ante la cual se presente una demanda de amparo, estime que ésta es notoria­
mente improcedente, sólo tiene atribuciones para llevar a cabo el trámite 
previsto en los artículos 177 y 178 de la ley de amparo, y enviarla al tribunal 
Colegiado de Circuito en turno que corresponda. de esa manera, cuando una 
autoridad responsable recibe una demanda queda obligada a llevar a cabo, 
dentro del plazo de cinco días contados a partir del día siguiente de la presen­
tación de la demanda, el trámite siguiente: 1. Verificar si se exhibieron las 
copias necesarias para correr traslado a las partes involucradas y, cuando 
resulten insuficientes, ordenar su expedición de oficio en los casos previstos 
en el referido artículo 177, en las restantes materias, requerirlas al quejoso, y 
aunque este último incurra en contumacia, la autoridad responsable deberá 
remitir la demanda al tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, toda vez 
que sólo compete al presidente relativo tener por no interpuesta la demanda 
cuando estime que el incumplimiento no está justificado. 2. Certificar al pie 
de la demanda: a) la fecha en que se notificó al quejoso el acto reclamado; 
b) el día en que se presentó; y, c) los días inhábiles que mediaron entre 
ambas fechas. 3. emplazar al juicio de amparo a los terceros interesados. 4. ren­
dir el informe justificado. 5. enviar al tribunal Colegiado de Circuito la demanda 
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acompañada de: a) el informe justificado; b) los autos del juicio de origen y 
sus anexos; y, c) las constancias de emplazamiento a los terceros interesados. 
5. Formar un cuaderno de amparo con las copias certificadas de las constan­
cias que considere necesarias para ejecutar la resolución reclamada o proveer 
sobre la suspensión. pero en ningún caso tiene facultades para negarse a dar 
trámite a la referida demanda que se presenta por su conducto, porque en el 
inicio de la sustanciación de un juicio de amparo promovido en la vía directa, 
la autoridad responsable sólo actúa como auxiliar del poder Judicial de la 
Federación.

terCer triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.3o.C.86 K (10a.)

Queja 73/2014. mapfre tepeyac, S.a. de C.V. y otro. 22 de mayo de 2014. unanimidad de 
votos. ponente: Neófito lópez ramos. Secretaria: Greta lozada amezcua.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

dEMAndA dE AMPARO PROMOVIdA POR LA REPRESEnTAnTE 
LEgAL dE LOS MEnORES. SI LA MAdRE dE ÉSTOS COMPARECIÓ 
A COnTESTAR LA InSTAuRAdA En Su COnTRA, A PARTIR dE 
ESTA FECHA LOS QuEJOSOS COnOCIEROn dEL JuICIO nATu­
RAL, ASÍ COMO dE LA ORdEn dE COnVIVEnCIA QuE IMPugnAROn, 
POR LO QuE EL PLAZO PARA PROMOVER AQuÉLLA dEBE COMPu­
TARSE dESdE EL dÍA SIguIEnTE AL En QuE LA MAdRE COnOCIÓ 
dEL ACTO RECLAMAdO. Conforme a los artículos 17, primer párrafo y 
18 de la ley de amparo, el término de quince días para promover el juicio 
constitucional inicia, entre otros casos, a partir del día siguiente al en que el 
quejoso haya tenido conocimiento del acto reclamado. por tanto, si del juicio de 
antecedentes del que deriva el acto reclamado, se evidenció que la madre 
de los menores quejosos, compareció a contestar la demanda instaurada en 
su contra, en lo personal; se concluye que, a partir de esta fecha los quejosos 
tuvieron conocimiento de la instauración del juicio mencionado, así como de 
la orden de convivencia que reclamaron, ya que es materialmente imposible 
que lo que conoció la madre como demandada en el juicio natural, lo ignore en 
su calidad de representante legal de sus hijos menores, porque el cono­
cimiento que obtuvo es uno solo, aunque los intereses jurídicos pudieran ser 
distintos. por ello, el plazo legal para promover la acción constitucional debe 
computarse desde el día siguiente al en que la madre conoció el acto recla­
mado, en cualquiera de sus dos calidades.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materiaS CiVil Y de traBaJo del 
oCtaVo CirCuito.

VIII.2o.C.T.3 K (10a.)
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amparo en revisión 27/2015. 7 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: rené 
Silva de los Santos. Secretario: luis González Bardán.

esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

dEMAndA LABORAL. EL HECHO dE QuE QuIEn LA PROMuEVA 
SE OSTEnTE COMO APOdERAdO dEL TRABAJAdOR Y nO dE­
MuESTRE, En TÉRMInOS dEL ARTÍCuLO 692, FRACCIÓn II, dE LA 
LEY FEdERAL dEL TRABAJO, SER LICEnCIAdO En dERECHO, nO 
gEnERA, POR SÍ SOLO, QuE AQuÉLLA SE TEngA POR nO InTER­
PuESTA (LEgISLACIÓn VIgEnTE A PARTIR dEL 1o. dE dICIEMBRE 
dE 2012). de acuerdo con la fracción ii del artículo 692 de la ley Federal del 
trabajo, vigente a partir del 1o. de diciembre de 2012, para fungir como apo­
derado de cualquiera de las partes en un juicio laboral es indispensable que 
se demuestre ser licenciado en derecho; pero cuando el apoderado del tra­
bajador sea quien no demuestre esta situación, ello no implica, por sí solo, 
que se tenga por no interpuesta la demanda, pues de acuerdo con la juris­
prudencia 2a./J. 127/2012 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, décima Época, libro XiV, tomo 2, noviembre de 2012, página 1167, 
de rubro: "demaNda laBoral. Forma de SuBSaNar la omiSióN del 
traBaJador o de Su apoderado de Firmarla.", las demandas labo­
rales y los poderes adjuntos a éstas constituyen un todo, razón por la cual 
deben analizarse de manera integral y armónica todos los datos contenidos 
en ellos a fin de lograr advertir si contienen la información suficiente para 
desprender la intención del trabajador de ejercer la acción; entonces, si se 
parte de esa base, cuando quien promueve la demanda se ostentó como 
apoderado del trabajador, sin demostrar ser licenciado en derecho, ello puede 
subsanarse de un análisis que se efectúe de ésta y de los poderes anexos, 
para concluir que sí existe voluntad del operario de ejercer su acción, lo que 
se traduce en que, aunque no se reconozca personalidad al apoderado por 
el referido motivo, puede darse trámite a la demanda laboral.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materiaS CiVil Y de traBaJo del 
dÉCimo SÉptimo CirCuito.

XVII.2o.C.T.1 L (10a.)

amparo directo 1027/2014. Juan emanuel portillo madera y otros. 26 de marzo de 2015. 
unanimidad de votos. ponente: José rigoberto dueñas Calderón. Secretario: César 
Humberto Valles issa.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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dERECHO A LA SALud dE LOS InTERnOS En un CEnTRO FEdE­
RAL dE REAdAPTACIÓn SOCIAL. ACCIOnES QuE EL JuEZ dE AM­
PARO dEBE EXIgIR A LAS AuTORIdAdES RESPOnSABLES PARA 
PRESERVAR LA CALIdAd dE VIdA dE LOS RECLuSOS EnFERMOS Y 
gESTIOnES QuE ÉSTAS dEBEn REALIZAR CuAndO SE ACREdITE 
QuE LA OPCIÓn MÁS AdECuAdA PARA TRATAR Su PAdECIMIEn­
TO ES InCOMPATIBLE COn LAS POLÍTICAS PÚBLICAS En MATE­
RIA dE SALud IMPLEMEnTAdAS En dICHOS CEnTROS. el marco 
normativo que integran los artículos 1o., 4o. y 18 de la Constitución política de 
los estados unidos mexicanos; 10 del pacto internacional de derechos Civiles 
y políticos; 12 del pacto internacional de derechos económicos, Sociales y 
Culturales; Xi de la declaración americana de los derechos y deberes del 
Hombre; 1 del protocolo adicional a la Convención americana sobre dere­
chos Humanos en materia de derechos económicos, Sociales y Culturales 
"protocolo de San Salvador"; 5 de los principios Básicos para el tratamiento 
de reclusos aprobado por la asamblea General de las Naciones unidas en su 
resolución 45/111; 22, 24, 25, 26 y 62 de las reglas mínimas para el tratamiento 
de los reclusos; y, 17 del reglamento del órgano administrativo desconcen­
trado prevención y readaptación Social, garantiza el derecho fundamental a 
la salud a todo ser humano, a cuyo reconocimiento está obligado cualquier 
servidor público, aun cuando se trate de un interno, pues su protección no se 
merma, sino que el estado tiene la obligación de procurarla. en ese tenor, se han 
dispuesto las citadas reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y el 
Conjunto de principios para la protección de todas las personas Sometidas a 
Cualquier Forma de detención o prisión. por consiguiente, si el quejoso se 
encuentra recluido en un Centro Federal de readaptación Social y no se le pro­
porciona la atención médica que requiere, ello obliga al Juez de amparo a 
que, abordada la cuestión con plenitud y analizadas las implicaciones pronta 
y frontalmente, exija a la autoridad responsable que lo tenga a su disposición 
que acredite, con los exámenes médicos correspondientes, el estado de 
salud del quejoso, informando los datos que permitan identificar la atención 
médica que requiere, a fin de asegurar que la proporcionada es la que nece­
sita, de acuerdo con su particular condición de salud, así como requerirle 
que proceda de inmediato a aplicarle los exámenes médicos correspondien­
tes, para determinar el tipo de tratamiento médico adecuado que requiere, 
durante el tiempo que permanezca a su disposición. lo anterior implica que 
la autoridad responsable considere cuál medida resulta más conveniente para 
poder brindar al quejoso el tratamiento médico apropiado a su padecimiento 
y, atento a su resultado, suministre los medicamentos o insumos básicos y 
esenciales para su oportuno tratamiento, en aras de preservar la calidad de 
vida del recluso. además, en caso de que se acredite fehacientemente que 
la opción más adecuada es incompatible con las políticas públicas en materia 
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de salud implementadas por el centro penitenciario en que guarda reclusión el 
quejoso, en virtud de involucrarse el derecho humano a la salud, la autoridad 
responsable deberá realizar las gestiones pertinentes para que sea atendido 
en algún hospital o en las clínicas del sector salud en donde pueda recibir su 
tratamiento en las condiciones adecuadas e idóneas a su padecimiento.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia peNal del SÉptimo 
CirCuito.

VII.2o.P.3 P (10a.)

amparo en revisión 50/2015. 21 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: arturo 
Gómez ochoa. Secretaria: Guadalupe patricia Juárez Hernández.

amparo en revisión 364/2014. 28 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: antonio 
Soto martínez. Secretario: Javier Julio díaz.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

dERECHO dE LAS AudIEnCIAS. EL InICIO dEL CÓMPuTO PARA 
PROMOVER AMPARO IndIRECTO CuAndO SE PLAnTEA Su VIO­
LACIÓn, SE dETERMInA POR LA FECHA En QuE EL QuEJOSO 
COnOCIÓ EL ACTO RECLAMAdO Y nO POR AQuELLA En QuE ÉSTE 
TuVO LugAR. Cuando en una demanda de amparo se reclama la interrup­
ción o suspensión de un programa o de una publicación difundidos a través de 
medios masivos y se plantea la violación del derecho de las audiencias, reco­
nocido en el artículo 6o., apartado B, fracción Vi, de la Constitución política 
de los estados unidos mexicanos, el plazo para interponerla no debe compu­
tarse a partir de la fecha en que ese acto tuvo lugar, ya que de conformidad 
con los artículos 17 y 18 de la ley de amparo, dicho plazo inicia al día siguiente 
al en que surta efectos la notificación del acto reclamado, o de aquel en que el 
quejoso haya tenido conocimiento o se ostente sabedor de éste o de su ejecu­
ción. en consecuencia, el elemento al que debe atenderse para determinar el 
inicio de ese cómputo es el conocimiento del acto reclamado que pueda atri­
buirse al quejoso, ya sea por razones formales o materiales; de ahí que cuando 
el promovente del amparo afirme que es parte de la audiencia de determi­
nado programa o publicación y que tuvo conocimiento del acto que afecta su 
emisión en una fecha posterior a aquella en que se produjo la suspensión de 
la difusión, el juzgador no puede asumir que la conoció cuando efectivamente 
ocurrió, porque partiría de una inferencia carente de sustento, en razón de que 
el seguimiento del programa o de la publicación implica el ejercicio de un 
derecho, y no hay motivo por el cual pueda considerarse que el miembro de una 
audiencia está vinculado a dar seguimiento a cada emisión y que, por consi­
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guiente, pueda asumirse que conoce con inmediatez todo aquello que le 
afecta, además de que no existe disposición normativa que establezca esa 
consecuencia.

primer triBuNal ColeGiado de CirCuito eN materia admiNiStratiVa 
eSpeCialiZado eN CompeteNCia eCoNómiCa, radiodiFuSióN Y tele­
ComuNiCaCioNeS, CoN reSideNCia eN el diStrito Federal Y JuriS­
diCCióN eN toda la repÚBliCa.

I.1o.A.E.69 A (10a.)

Queja 45/2015. eva martínez medina. 18 de junio de 2015. unanimidad de votos. ponente: 
patricio González­loyola pérez. Secretario: Carlos luis Guillén Núñez.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

dOnACIÓn dE InMuEBLES. PARA Su PERFECCIOnAMIEnTO LA 
ACEPTACIÓn dEL dOnATARIO dEBE REALIZARSE En ESCRITuRA 
PÚBLICA Y En VIdA dEL dOnAnTE. de acuerdo con los artículos 2340 
y 2346 del Código Civil para el distrito Federal, en el contrato de donación el 
consentimiento se forma con el acuerdo de voluntades, en donde el donante 
debe exteriorizar la intención de hacer una liberalidad en favor del donatario, 
consistente en entregarle y transmitirle la propiedad de bienes o la titularidad de 
derechos (animus donandi); y el donatario, por su parte, debe exteriorizar su 
intención de aceptar gratuitamente esos bienes o derechos y hacerle saber al 
donante, en vida, esa aceptación. ahora bien, cuando la donación recae sobre 
bienes inmuebles debe otorgarse en la misma forma que para su venta exige la 
ley, por lo que en términos del numeral 2320 de la citada legislación sustantiva, 
si el valor del inmueble excede de trescientos sesenta y cinco veces el salario 
mínimo general diario vigente en el distrito Federal, en el momento de la 
operación, el contrato debe celebrarse en escritura pública. Sobre el particular, 
el profesor ramón Sánchez medal, en su obra "de los Contratos Civiles", edi­
torial porrúa, méxico, páginas 207 a 209, sostiene que la donación, dada su 
naturaleza de liberalidad, es un contrato con mayores exigencias de formalidad 
y ello radica en la protección de los bienes de la familia del donante, dando 
ocasión a una mayor reflexión al mismo donante al exigirle que acuda ante 
notario público y se dé cuenta que el acto que va a realizar es irreversible. por 
su parte, el tratadista rafael rojina Villegas, en el libro "derecho Civil mexicano", 
tomo sexto, Contratos, volumen i, editorial porrúa, méxico, páginas 434 a 437, 
expresa que el donatario debe notificar su aceptación al donante y debe hacerlo 
en vida del mismo, de manera que si el donante muere antes de que se le noti­
fique la aceptación –en la forma prevista por la ley– el contrato no llega a 
formarse, por lo que los herederos del donante no estarán obligados a soste­



2174 AgOSTO 2015

ner la oferta. así las cosas, para acreditar el hecho de expresión de la voluntad 
en el contrato de donación, el legislador mexicano estableció en el mencionado 
precepto legal 2346 que –a diferencia de otros contratos traslativos– para la 
formación del contrato de donación se requiere que: 1. el donatario acepte 
con las formalidades que se requieren para este tipo de contratos. 2. el donata­
rio debe notificar su aceptación al donante y debe hacerlo en vida del mismo. 
en ese orden de ideas, en tratándose de una donación de bienes raíces, que 
como se ha visto, es un contrato formal, en tanto que debe constar en escri­
tura pública cuando el valor del inmueble exceda de trescientos sesenta y 
cinco veces el salario mínimo general diario vigente en el distrito Federal, en 
el momento de la operación, la aceptación del donatario que se requiere para 
su perfeccionamiento debe realizarse de la misma manera, esto es, en escri­
tura pública y en vida del donante.

SeXto triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.6o.C.47 C (10a.)

amparo directo 63/2015. Guillermo de Jesús Vasconcelos allende, su sucesión. 10 de 
junio de 2015. unanimidad de votos. ponente: Carlos manuel padilla pérez Vertti. 
Secretaria: Karla Belem ramírez García.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EMPLAZAMIEnTO En EL JuICIO ESPECIAL HIPOTECARIO. dEBE 
CORRERSE TRASLAdO COn EL dOCuMEnTO BASE dE LA ACCIÓn 
QuE SE ACOMPAÑA A LA dEMAndA, PuES SÓLO ASÍ LA dEMAn­
dAdA ESTARÁ En POSIBILIdAd dE OPOnER LAS dEFEnSAS Y EX­
CEPCIOnES QuE ESTIME PERTInEnTES COn RELACIÓn A ÉSTE 
(LEgISLACIÓn dEL ESTAdO dE VERACRuZ). los artículos 76 y 451­C 
del Código de procedimientos Civiles para el estado de Veracruz, en lo que 
interesa disponen: "artículo 76. ...en los casos de emplazamiento, se dejarán 
también las copias simples correspondientes. ..." y "artículo 451­C. presentado 
el escrito de demanda, acompañado del instrumento respectivo, el Juez si 
encuentra que se reúnen los requisitos establecidos en los artículos anterio­
res, la admitirá y mandará inscribirla en el registro público de la propiedad, 
fijarla en lugar visible de la finca y que se corra traslado al deudor con copia 
de la misma, emplazándole, para que dentro del término de cinco días ocurra 
a contestarla y en su caso a oponer las excepciones, que no podrán ser otras 
que: i. las procesales previstas en este código; ii. las fundadas en que el 
demandado no haya firmado el documento base de la acción, su alteración o 
la de falsedad del mismo; iii. Falta de representación, de poder bastante o fa­
cultades legales de quien haya suscrito en representación del demandado el 
documento base de la acción; iV. Nulidad del contrato; V. pago o compensa­
ción; Vi. remisión o quita; Vii. pacto de espera o de no cobrar; Viii. Novación 
de contrato; y iX. las demás que autoricen las leyes.—las excepciones com­
prendidas en las fracciones de la V a la Viii sólo se admitirán cuando se funden 
en prueba documental; respecto de las excepciones de litispendencia y 
conexi dad, sólo se admitirán si se exhibe con la contestación de ésta, o de las 
cédulas del emplazamiento del juicio pendiente o conexo, o bien la documen­
tación que acredite que se encuentra tramitando un procedimiento arbitral. 
...". ahora bien, de una interpretación sistemática de esos dispositivos, se 
concluye que en tratándose del emplazamiento dentro de un juicio especial 
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hipotecario, no sólo es la copia simple de la demanda con lo que se tiene que 
correr traslado a la parte emplazada, sino también con el documento base 
de la acción que se acompaña a aquélla, en este caso, el instrumento en 
que conste dicha hipoteca, pues sólo de esa manera la demandada estará 
en posibilidad de oponer las defensas y excepciones que estime pertinentes 
con relación a tal documento, y que son a las que se refiere en el propio nu­
meral 451­C citado.

primer triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del SÉptimo CirCuito.
VII.1o.C.22 C (10a.)

amparo en revisión 440/2014. Carlos García González. 17 de abril de 2015. unanimidad 
de votos. ponente: José luis Vázquez Camacho. Secretario: alfredo Flores 
rodríguez.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EXCuSA ABSOLuTORIA QuE PREVÉ EL ARTÍCuLO 248 dEL CÓdIgO 
PEnAL PARA EL dISTRITO FEdERAL. CuÁndO nO dEBEn TOMAR­
SE En CuEnTA LOS AnTECEdEnTES PEnALES dERIVAdOS dE LA 
IdEnTIFICACIÓn AdMInISTRATIVA Y dE LOS InFORMES AnTE­
RIORES A PRISIÓn, RECABAdOS OFICIOSAMEnTE POR EL JuEZ 
dEL PROCESO PARA QuE AQuÉLLA SE ACTuALICE. el artículo 248 
del Código penal para el distrito Federal prevé la figura de la excusa absolu­
toria, respecto de la cual, el legislador consideró innecesario imponer sanción 
alguna al sujeto activo, aun cuando se actualice alguna de las conductas típi­
cas, antijurídicas y culpables que establece dicho precepto, siempre que se 
cumplan con los requisitos correspondientes, entre ellos, que el inculpado sea 
primo­delincuente. ahora bien, si de las constancias que integran la causa 
penal se advierte que el Juez del conocimiento, al dictar el auto de formal pri­
sión, ordenó recabar oficiosamente la identificación administrativa (ficha signa­
lética) del inculpado y el informe de sus ingresos anteriores a prisión, sin que 
mediara petición expresa del ministerio público en su pliego de consignación, 
dichas pruebas carecen de valor probatorio en tanto que el juzgador, al obte­
nerlas sin que la representación social se lo solicitara al ejercer la acción 
penal respectiva, rompió con el equilibrio procesal que debe regir entre las par­
tes que participan activamente en el proceso; luego, ante la invalidez de los 
mencionados informes, dicha circunstancia da lugar a que, cumplidos los res­
tantes requisitos, el imputado reciba el trato de primo­delincuente y que se tenga 
por satisfecho ese requisito para la actualización de la aludida excusa abso­
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lutoria, pues aunque se advirtiera que el sujeto activo registró antecedentes 
penales, éstos no deben tomarse en consideración por haberse recabado 
oficiosamente por el Juez en contravención a los principios de legalidad e 
igualdad de las partes en el proceso penal.

SeXto triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.6o.P.70 P (10a.)

amparo directo 438/2014. 30 de abril de 2015. unanimidad de votos. ponente: tereso 
ramos Hernández. Secretaria: itzel Conzuelo reza.

esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EXPROMISIÓn. SI En LA dILIgEnCIA dE REQuERIMIEnTO dE 
PAgO, EMBARgO Y EMPLAZAMIEnTO, EL dILIgEnCIARIO OMITE 
PEdIRLE A LA PERSOnA EXTRAÑA QuE SI SE SOLIdARIZA COn EL 
dEMAndAdO QuE SE IdEnTIFIQuE FEHACIEnTEMEnTE Y QuE 
SuSCRIBA EL ACTA RELATIVA, ELLO HACE PRESuPOnER LA FAL­
TA dE AuTORIZACIÓn dE AQuÉLLA dE ASuMIR LA dEudA. Si en la 
diligencia de requerimien to de pago, embargo y emplazamien to, practicada 
en un juicio aparece que una persona extraña se solidariza expresamente con 
el adeudo del demandado y se asienta que señaló para su embargo un bien 
de su propiedad, esa manifestación lo coloca como deudor solidario y man­
comunado, comprometiéndose a pagar la cantidad reclamada, figura jurídica 
denominada expromisión, que es la obligación que adquiere voluntariamente 
una persona para pagar por otro. Consecuentemente, si en dicha diligencia 
se asentó que la persona extraña al juicio espontáneamente se solidarizó con 
el adeudo reclamado al deudor, para que tenga pleno valor probatorio, el dili­
genciario debe pedirle que se identifique fehacientemente y que suscriba 
el acta relativa, a efecto de incorporarlo a la relación jurídica; por lo que, si del 
análisis del acta cuestionada no se advierte que ese deudor solidario se iden­
tificó ante el diligenciario ni firmó el acta correspondiente, esa omisión hace 
presumir la falta de autorización de la obligada solidaria de asumir la deuda.

Cuarto triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del terCer CirCuito.
III.4o.C.37 C (10a.)

amparo en revisión 371/2014. Nancy moya palomeque. 13 de noviembre de 2014. unani­
midad de votos. ponente: Fernando alberto Casasola mendoza. Secretario: Juan 
Francisco enríquez domínguez.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EXTRAdICIÓn. LA RESOLuCIÓn dE LA SECRETARÍA dE RELACIO­
nES EXTERIORES QuE LA COnCEdE ES IMPugnABLE En EL JuI­
CIO dE AMPARO IndIRECTO, POR PROPIO dERECHO, ÚnICAMEnTE 
POR EL EXTRAdITAdO Y nO POR TERCEROS. en una extradición úni­
camente el sujeto pasivo de ésta es quien resiente los efectos en su esfera 
jurídica, al ser privado de la libertad y ser trasladado al estado requirente, a 
efecto de ser sometido a un proceso o al cumplimiento de una pena ya decre­
tada; por ello, la determinación de la Secretaría de relaciones exteriores que 
la otorga es impugnable a través del juicio de amparo indirecto, por propio dere­
cho, solamente por el extraditado (extradendus) y no por terceros; en consecuen­
cia, la esposa de éste carece de interés jurídico y legítimo para reclamar, por 
su propio derecho, la resolución que concede la extradición, porque la debida 
salvaguarda de los derechos de familia y los que tiene como cónyuge no de­
penden de que se conceda la extradición y el reclamado permanezca en el 
país, sino de que esos derechos no se vean afectados por disposiciones que 
eviten el contacto del reclamado con los integrantes de su núcleo familiar. 
en efecto, por la decisión de la autoridad de conceder la extradición, es imposi­
ble restringir los derechos de familia al extradendus, porque se trata de derechos 
humanos en su más pura expresión, sin relación alguna con la extradición; 
luego, si la familia es un elemento natural y fundamental de la sociedad y su 
protección en cuanto a su organización y desarrollo se garantiza en la Cons­
titución política de los estados unidos mexicanos y en los tratados interna­
cionales de los que méxico es parte, ello no implica que sobre los derechos 
de los estados a castigar los delitos cometidos en su territorio estén los dere­
chos de familia, menos si se considera que una finalidad constitucional de la 
extradición internacional es evitar la impunidad respecto de delitos cometi­
dos en territorio extranjero.

SeXto triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.6o.P.69 P (10a.)

Queja 41/2015. 14 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: maría elena leguí­
zamo Ferrer. Secretario: Julio Carmona martínez.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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FRAudE PROCESAL PREVISTO En EL ARTÍCuLO 310 dEL CÓdIgO 
PEnAL PARA EL dISTRITO FEdERAL. EL OFRECIMIEnTO dE PRuE­
BAS FALACES COn EL OBJETO dE InduCIR AL ERROR A LA 
AuTORI dAd JudICIAL Y COnSEguIR QuE SE PROnunCIE En dE­
TERMInAdA FORMA, AL nO COnSIdERARSE COMO EL EJERCICIO 
PLEnO dEL dERECHO dE ACCESO A LA JuSTICIA, ES un ACTO QuE, 
POR SÍ MISMO, ES SuFICIEnTE PARA COnFIguRAR dICHO dELI­
TO. de la hipótesis prevista en el artículo 310 del Código penal para el distrito 
Federal relativa al que para obtener un beneficio indebido para sí, realice 
cualquier acto tendiente a inducir a error a la autoridad con el fin de obtener 
sentencia contraria a la ley (beneficio de carácter económico), se advierte que 
la intención del legislador fue proteger el buen desarrollo de la administra­
ción de justicia; por lo que se exige que las actuaciones derivadas del proce­
dimiento judicial estén apegadas a las leyes y se resuelva a favor de quien 
legalmente tiene la razón. por ende, si el activo al formular una demanda (en la 
que solicita el cumplimiento de obligaciones a las cuales sabe no tiene dere­
cho por haber sido satisfechas con anterioridad), realiza actos (ofrece elemen­
tos de prueba falaces) con el objeto de inducir al error a la autoridad judicial 
y conseguir que se pronuncie en determinada forma, de lo que puede derivarse 
un beneficio indebido para sí, tal mendacidad no puede considerarse como el 
ejercicio pleno del derecho humano de acceso a la justicia; por el contrario, 
es un acto que, por sí mismo, es suficiente para configurar el delito de fraude 
procesal.

NoVeNo triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.9o.P.87 P (10a.)

amparo en revisión 291/2014. 21 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: Gua­
dalupe olga mejía Sánchez. Secretario: Jorge García Verdín.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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HECHOS nOTORIOS. PuEdEn InVOCARSE COMO TALES, LOS 
AuTOS O RESOLuCIOnES CAPTuRAdOS En EL SISTEMA InTE­
gRAL dE SEguIMIEnTO dE EXPEdIEnTES (SISE), AL SER InFORMA­
CIÓn FIdEdIgnA Y AuTÉnTICA. de acuerdo con la doctrina, cabe consi­ 
derar notorios a aquellos hechos cuyo conocimiento forma parte de la cultura 
normal o general propia de un determinado círculo social en el tiempo en que 
se produce la decisión, excluyendo de éstos las características de universali­
dad, conocimientos absoluto y efectivo, así como la permanencia del hecho, 
pues no se requiere que éste sea objeto de un conocimiento multitudinario; 
resulta suficiente el conocimiento relativo, es decir, la posibilidad de verificar la 
existencia del hecho de que se trate mediante el auxilio de una simple infor­
mación; es innecesaria la observación directa por todos los individuos per­
tenecientes al grupo social, y no obsta a la notoriedad de un hecho la circuns­ 
tancia de haber acontecido con anterioridad, por considerarse que éste sea, al 
momento de desarrollarse el proceso, respectivamente. por su parte, tratán­
dose de los tribunales, los hechos notorios se definen como aquellos que el 
órgano judicial conoce institucionalmente con motivo de su propia actividad 
profesional; situación esta última que coincide con lo asentado en la ejecutoria 
de la contradicción de tesis 4/2007­pl, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 
103/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
tomo XXV, junio de 2007, página 285, de rubro: "HeCHo Notorio. para Que 
Se iNVoQue Como tal la eJeCutoria diCtada CoN aNterioridad 
por el propio órGaNo JuriSdiCCioNal, No eS NeCeSario Que laS 
CoNStaNCiaS relatiVaS deBaN CertiFiCarSe.", que determinó que un 
hecho notorio para un tribunal, es aquel del que conozca por razón de su 
propia actividad jurisdiccional y en la cual se dejó abierta la posibilidad de que 
un juzgador podía invocar como hecho notorio una ejecutoria recaída a un 
anterior juicio de amparo relacionado, pero del índice de un diverso órgano 
judicial, si se cuenta con la certificación previa de las constancias relativas, 
lo que permitiría sustentar una causa de improcedencia en la existencia de 
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aquél. ahora bien, en los acuerdos Generales 28/2001 y 29/2007, emitidos por 
el pleno del Consejo de la Judicatura Federal, se estableció la instauración del 
Sistema integral de Seguimiento de expedientes (SiSe), como programa auto­
matizado de captura y reporte de datos estadísticos sobre el movimiento de los 
asuntos del conocimiento de los órganos jurisdiccionales y se indicó la obli­
gatoriedad de utilizar el módulo "Sentencias" del referido sistema para la cap­
tura y consulta de las sentencias que dicten los tribunales de Circuito y los 
Juzgados de distrito, respectivamente, y señala con precisión que la captura 
se realizaría el mismo día de su publicación, y sería supervisada y certificada 
por el secretario que al efecto designaran los titulares; por tanto, se concluye que 
la captura obligatoria y consulta de la información que los tribunales federales 
realizan a dicho sistema electrónico, si bien no sustituye a las constancias que 
integran los expedientes en que éstas se dictan, lo cierto es que genera el 
conocimiento fidedigno y auténtico de que la información obtenida, ya sea que 
se trate de autos o sentencias, coincide fielmente con la agregada físi camente 
al expediente; de ahí que la información almacenada en dicha herramienta 
pueda ser utilizada en la resolución de asuntos relacionados pertenecientes 
a órganos jurisdiccionales distintos, contribuyendo así al principio de econo­
mía procesal que debe regir en el proceso, a fin de lograr el menor desgaste 
posible de la actividad judicial y, como consecuencia, evitar el dictado de sen­
tencias contradictorias, máxime que la información objeto de consulta en el 
referido sistema reúne, precisamente, las características propias de los hechos 
notorios en general, pues ésta es del conocimiento de las partes intervi­
nientes en el juicio; es posible su verificación a través de la consulta en dicho 
sistema automatizado; para su validez es innecesaria la observación o parti­
cipación directa de todos los intervinientes; y su captura aconteció en el 
momento en que se produjo la decisión.

terCer triBuNal ColeGiado de CirCuito del CeNtro auXiliar de la 
QuiNta reGióN.

(V Región)3o.2 K (10a.)

amparo directo 173/2015 (cuaderno auxiliar 368/2015) del índice del tercer tribunal Cole­
giado en materia de trabajo del Cuarto Circuito, con apoyo del tercer tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro auxiliar de la Quinta región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa. 21 de mayo de 2015. unanimidad de votos. ponente: Jaime uriel torres Her­
nández. Secretario: Gilberto tiznado Crespo.

nota: los acuerdos Generales del pleno del Consejo de la Judicatura Federal 28/2001, 
que establece la obligatoriedad del uso del Sistema integral de Seguimiento de 
expedientes; y, 29/2007, que determina el uso obligatorio del módulo de captura del 
Sistema integral de Seguimiento de expedientes, relativo a las sentencias dictadas 
en los tribunales de Circuito y Juzgados de distrito citados, aparecen publicados en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo Xiii, mayo de 
2001, página 1303; y, tomo XXVi, septiembre de 2007, página 2831, respectivamente.
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la parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 4/2007­pl citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, tomo XXVi, julio de 2007, página 652.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

HOMICIdIO COMETIdO COn MOTIVO dEL ATAQuE dE unA MAS­
COTA. CuAndO EL SuJETO ACTIVO (duEÑO O CuIdAdOR), En 
CALIdAd dE gARAnTE dERIVAdA dE Su ACTIVIdAd PRECEdEnTE, 
gEnERÓ EL PELIgRO QuE PRIVÓ dE LA VIdA A LA VÍCTIMA, SE 
ACTuALIZA LA FORMA dE COMISIÓn CuLPOSA POR OMISIÓn 
IMPROPIA O COMISIÓn POR OMISIÓn (LEgISLACIÓn dEL dISTRI­
TO FEdERAL). Conforme al párrafo segundo, inciso c) y fracción i del artículo 
16 del Código penal para el distrito Federal, en delitos de resultado material 
será atribuible el resultado típico producido a quien omita impedirlo, si tenía 
el deber jurídico de evitarlo, por ser garante del bien jurídico, que por una acti­
vidad precedente "culposa o fortuita", generó el peligro para el bien jurídi­
co. luego, por una actividad precedente que genera peligro para el bien jurídico 
tutelado por la norma penal, debe entenderse la existencia de antecedentes 
fácticos ocurridos previo a la comisión del delito, conocidos por el sujeto acti­
vo, cuyas circunstancias de tiempo, modo y lugar pusieron en riesgo un bien 
jurídicamente protegido y, por tanto, le imponían la necesidad de actuar para 
protegerlo, es decir, para impedir que se produjera un resultado típico y, si no 
lo hizo, no obstante que estuvo en posibilidad de realizar la acción necesaria 
para ello (juicio de evitación), tendrá la calidad de garante. así, conforme a 
esta hipótesis normativa, si el sujeto activo, como dueño o cuidador de unos 
perros que alberga en el patio de su domicilio, tiene conocimiento de que 
éstos, a través del zaguán del inmueble logran asomarse y morder a los tran­
seúntes, poniendo en riesgo su integridad física (actividad precedente) y, deri­
vado de esa omisión, uno de los caninos logra morder a una víctima (menor 
de edad) e introducirla al domicilio, causando lesiones que la privan de la 
vida, esta situación fáctica se subsume al delito de homicidio culposo, si del 
análisis de la actividad precedente no obran datos que permitan concluir que 
en el sujeto activo existía el animus necandi, esto es, la cognición, volición y 
ánimo de que sus perros privaran de la vida a una persona o previera como 
posible esta situación y la aceptara; pues si existe en el sujeto activo ese 
ánimo, se estará en presencia de un delito doloso, pero con una calidad de 
garante diversa a la hipótesis prevista en el inciso c) del indicado artículo 16, 
párrafo segundo, que excluye por ministerio de ley, esta forma de comisión 
dolosa; de ahí que en el caso se actualice la forma de comisión culposa por 
omisión impropia o comisión por omisión.

SeXto triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.6o.P.68 P (10a.)



2184 AgOSTO 2015

amparo directo 512/2014. 16 de abril de 2015. unanimidad de votos. ponente: roberto 
lara Hernández. Secretario: Gerardo Flores Zavala.

esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

HORAS EXTRAS. dIVISIÓn dE LA CARgA PROBATORIA RESPEC­
TO dE Su RECLAMO, COnFORME AL ARTÍCuLO 784, FRACCIÓn VIII, 
dE LA LEY FEdERAL dEL TRABAJO, VIgEnTE A PARTIR dEL 1o. dE 
dICIEMBRE dE 2012. respecto del reclamo de tiempo extraordinario debe 
atenderse a lo establecido en el artículo 784, fracción Viii, de la ley Federal 
del trabajo, según sea antes o después de su reforma, publicada en el diario 
oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, en vigor al día siguiente. 
en este sentido, tratándose de un reclamo basado en la disposición refor­
mada, en la división de las cargas probatorias, en cuanto al patrón, pueden 
darse, básicamente, los siguientes supuestos: 1. Que acredite fehacientemente 
que la jornada fue sólo la ordinaria. Hipótesis en la que se destruirá cualquier 
reclamo por tiempo extraordinario; 2. Que acredite que la jornada extraordi­
naria no llegó a más de 9 horas a la semana. Caso en el cual, provocará la 
improcedencia del reclamo superior a ese tiempo extraordinario; 3. Que no 
acredite que no rebasen las 9 horas semanales la jornada ordinaria ni la 
extraordinaria. extremo en el que cobra sentido la carga procesal del trabaja­
dor, quien tiene el débito de probar en torno a la justificación de que laboró 
más de 9 horas extras a la semana. en este último caso, respecto del traba­
jador se darían, a su vez, las situaciones siguientes: 3.1 que ya integrado 
el derecho a que se le paguen horas extras (por la deficiencia probatoria del 
empleador), no acredite el exceso que expresa el citado artículo 784, fracción 
Viii. en este caso sólo procederá la condena al pago del tiempo extraordinario 
hasta por 9 horas semanales; 3.2 que acredite parcialmente el excedente de 
9 horas extras a la semana. aquí, será procedente el pago del tiempo extra­
ordinario que demuestre haber laborado; 3.3 que acredite totalmente el 
tiempo excedente laborado. la forma de decidir acerca de dicha prestación 
será, prima facie, imponiendo al empleador la obligación de pagar la totalidad 
del tiempo extra reclamado; y, 3.4 sin menoscabar el derecho adquirido a 
raíz de que la patronal no satisfizo su carga probatoria, se analice el reclamo 
respecto de su verosimilitud.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia de traBaJo del dÉCimo 
SeXto CirCuito.

XVI.2o.T.3 L (10a.)

amparo directo 854/2014. 16 de abril de 2015. mayoría de votos. disidente: Ángel michel 
Sánchez. ponente: Celestino miranda Vázquez. Secretario: Fidel abando Sáenz.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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HORAS EXTRAS. LA CARgA dE LA PRuEBA ESTÁ dIVIdIdA En 
CuAnTO A LA duRACIÓn QuE SE RECLAME (ARTÍCuLO 784, FRAC­
CIÓn VIII, dE LA LEY FEdERAL dEL TRABAJO, VIgEnTE A PARTIR 
dEL 1o. dE dICIEMBRE dE 2012). Conforme al texto anterior del artículo 
784, fracción Viii, de la ley Federal del trabajo, la carga de la prueba en cuanto 
a la duración de la jornada de trabajo correspondía por completo al patrón; 
sin embargo, a partir de la reforma que entró en vigor el 1o. de diciembre de 
2012, dicho débito procesal se torna divisible, dado que si bien es cierto que el 
legislador ordinario lo impuso al trabajador en cuanto al tiempo superior de 9 
horas extras a la semana, también lo es que preservó la obligación patronal 
de demostrar su dicho en cuanto a la jornada ordinaria y extraordinaria hasta 
por esas 9 horas semanales, dado que en términos de los artículos 804 y 805 
de la ley citada, el patrón tiene la obligación de conservar y exhibir en el juicio, 
entre otros, los controles de asistencia, en la inteligencia de que cuando no 
se lleven en el centro de trabajo, la duración de la jornada puede demostrarla 
mediante el ofrecimiento de prueba diversa. así, cuando el trabajador reclama 
el pago de tiempo extraordinario que excede ese número de horas a la semana, 
subsiste la carga específica del propio empleador, en cuyo defecto, habrá de 
tenerse por cierta la jornada que expresó el operario, aunque no en la totali­
dad de las horas extras reclamadas, sino únicamente de 9, salvo que el ope­
rario acredite las restantes. ello es así, porque la modalidad que propicia la 
reversión de la carga al trabajador ocurre respecto del reclamo del tiempo 
extraordinario superior a esas 9 horas semanales, lo que no implica que desa­
parezca la obligación patronal de probar su dicho respecto de la jornada ordi­
naria y de la extraordinaria hasta por ese periodo. 

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia de traBaJo del dÉCimo 
SeXto CirCuito.

XVI.2o.T.1 L (10a.)

amparo directo 854/2014. 16 de abril de 2015. mayoría de votos. disidente: Ángel michel 
Sánchez. ponente: Celestino miranda Vázquez. Secretario: Fidel abando Sáenz.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

HORAS EXTRAS. LA InVEROSIMILITud dE Su RECLAMO nO COn­
duCE nECESARIAMEnTE A LA ABSOLuCIÓn dEL PATRÓn A Su 
PAgO. en términos del artículo 784, fracción Viii, de la ley Federal del trabajo, 
reformado mediante decreto publicado en el diario oficial de la Federación el 
30 de noviembre de 2012, el reclamo de una jornada extraordinaria a la cual 
se le atribuya inverosimilitud, no puede provocar que se absuelva por completo 
del pago de horas extras al patrón. ello, porque conforme al citado numeral, 
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lo relativo a demostrar la duración de la jornada de trabajo es divisible, de 
modo que, en su caso, sobre el incumplimiento del patrón respecto de la carga 
procesal que le corresponde (acreditar que la jornada fue ordinaria, o bien 
extraordinaria hasta por nueve horas a la semana), no trasciende a lo invero­
símil del reclamo.

SeGuNdo triBuNal ColeGiado eN materia de traBaJo del dÉCimo 
SeXto CirCuito.

XVI.2o.T.2 L (10a.)

amparo directo 854/2014. 16 de abril de 2015. mayoría de votos. disidente: Ángel michel 
Sánchez. ponente: Celestino miranda Vázquez. Secretario: Fidel abando Sáenz.

esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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IMPROCEdEnCIA dEL JuICIO dE AMPARO POR CAMBIO dE SI­
TuACIÓn JuRÍdICA. SE ACTuALIZA dICHA CAuSA CuAndO EL 
ACTO RECLAMAdO ES LA ORdEn dE ARRAIgO Y dE AuTOS SE 
AdVIERTE QuE SE SuSTITuYÓ AL HABERSE dICTAdO EL AuTO 
dE FORMAL PRISIÓn. la primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 33/2015 (10a.), publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima Época, libro 18, tomo 
i, mayo de 2015, página 168, de título y subtítulo: "arraiGo. la ordeN re­
latiVa No aCtualiZa la CauSa de improCedeNCia por CeSaCióN de 
eFeCtoS (aBaNdoNo de la teSiS aiSlada 1a. lXXXiii/2001).", sostuvo que 
cuando en amparo indirecto se reclama el arraigo no se surte la causal de 
improceden cia prevista en la fracción XXi del artículo 61 de la ley de amparo, 
vigente a partir del 3 de abril de 2013, en tanto que los efectos de dicha medida 
precau toria no cesan absoluta, completa e incondicionalmente, ya que las prue­
bas obtenidas durante su ejecución tendrán efectos en actos judiciales pos­
teriores; no obstante, cuando de autos se advierte que la orden de arraigo se 
sustituyó al haberse dictado el auto de formal prisión, ello no impide que se actua­
lice la diversa causa de improcedencia por cambio de situación jurídica, pre­
vista en la fracción XVii del propio artículo, pues si por "situación jurídica" se 
entiende el conjunto de normas jurídicas que condicionan y rigen alguna de las 
formas de restricción de la libertad, como la detención, el arraigo, la aprehensión, 
la prisión preventiva y la pena, cuando pasa de una forma a otra surge esta 
figura; además, con independencia de que las pruebas obtenidas durante el 
arraigo produzcan efectos en actos posteriores, se surte el cambio de situación 
jurídica del arraigo en sí, como acto procesal, en el entendido de que lo concer­
niente a la valoración de esas pruebas y a lo lícito o ilícito de éstas, es materia 
de análisis cuando se impugna ese acto posterior en que producen sus efec­
tos, verbigracia, el auto de formal prisión, pues es donde se ponderan esos 
medios de convicción obtenidos con motivo del arraigo y directamente relacio­
nados con éste, además porque al operar la suplencia de la queja deficiente, 
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dicho examen podrá, incluso, realizarse de oficio, sin necesidad de que se 
reclame el arraigo como acto destacado, ni el artículo que lo prevé; por lo que 
ningún perjuicio causa al quejoso el que se sobresea en el juicio en términos 
de la fracción XVii del artículo 61 de la ley de la materia.

NoVeNo triBuNal ColeGiado eN materia peNal del primer CirCuito.
I.9o.P.89 P (10a.)

amparo en revisión 51/2015. 4 de junio de 2015. unanimidad de votos. ponente: emma 
meza Fonseca. Secretario: miguel Ángel Sánchez acuña.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPROCEdEnCIA En EL AMPARO. EL TRIBunAL COLEgIAdO dE CIR­
CuITO nO TIEnE OBLIgACIÓn dE dAR VISTA AL QuEJOSO COn 
LA CAuSAL QuE LE HAgA SABER EL TERCERO InTERESAdO En EL 
ESCRITO dE AgRAVIOS, AunQuE ÉSTE nO LA HuBIERA ALEgAdO 
AnTE EL JuEZ dE dISTRITO (InTERPRETACIÓn TELEOLÓgICA dEL 
SEgundO PÁRRAFO dEL ARTÍCuLO 64 dE LA LEY dE AMPARO). 
en términos del artícu lo 64, segundo párrafo, de la ley de amparo, cuando un 
tribunal Colegiado de Circuito advierta, de oficio, que se actualiza una causa 
de improcedencia no alegada por alguna de las partes ni analizada por el Juez de 
distrito, deberá dar vista al quejoso para que, en el plazo de tres días, mani­
fieste lo que a su derecho convenga; sin embargo, de una interpretación teleo­
lógica del precepto citado se concluye que si la causal de improcedencia fue 
alegada solamente por el tercero interesado en el escrito de expresión de 
agravios, el órgano jurisdiccional revisor no estará obligado, previamente al 
dictado de la resolución correspondiente, a dar vista al quejoso conforme a 
lo señalado, aunque no haya sido planteada ante el Juez de distrito, porque 
durante el desarrollo del procedimien to de amparo –admisión del recurso de 
revisión– tuvo conocimien to de las manifestaciones hechas por su contraparte, 
pues tuvo oportunidad de manifestar lo que a su interés conviniera, por lo que 
el fin perseguido por el legislador se entiende salvaguardado, al tener 
conocimien to de la causal previamente al dictado de la sentencia.

NoVeNo triBuNal ColeGiado eN materia CiVil del primer CirCuito.
I.9o.C.11 K (10a.)

amparo en revisión 81/2015. anfitriones Nacionales apr, S.a. de C.V. 4 de junio de 2015. 
unanimidad de votos. ponente: Gonzalo Hernández Cervantes. Secretario: Salvador 
pahua ramos.

esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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IMPuESTO SOBRE nÓMInAS. AL COMPREndERSE EL OBJETO, 
BASE, TARIFA Y ÉPOCA dE PAgO En LOS ARTÍCuLOS 154 A 160 
BIS­5 dE LA LEY dE HACIEndA dEL ESTAdO dE nuEVO LEÓn, 
COnSTITuYEn, En COnJunTO, un SISTEMA nORMATIVO; dE AHÍ 
QuE LA REFORMA AL ARTÍCuLO 157 PERMITA FORMuLAR EL 
PLAnTEAMIEnTO dE InCOnSTITuCIOnALIdAd dE TOdOS LOS 
PRECEPTOS QuE LO InTEgRAn.

amparo eN reViSióN 200/2014. 11 de marZo de 2015. uNaNimidad 
de VotoS eN relaCióN CoN loS puNtoS reSolutiVoS Y maYorÍa 
reSpeCto de laS CoNSideraCioNeS; CoN Voto CoNCurreNte del 
maGiStrado aNtoNio CeJa oCHoa, QuieN Se proNuNCió eN CoNtra 
del Criterio CoNteNido eN eSta teSiS. poNeNte: SerGio eduardo 
alVarado pueNte. SeCretario: aleJaNdro CaVaZoS Villarreal.

monterrey, Nuevo león, acuerdo del primer tribunal Colegiado en 
materia administrativa del Cuarto Circuito, correspondiente al once de marzo 
de dos mil quince. 

Vistos, para resolver los autos del toca 200/2014, formado con motivo 
del recurso de revisión interpuesto por **********, a través de su represen­
tante legal, en contra de la resolución constitucional de quince de mayo de 
dos mil catorce, dictada por el Juez primero de distrito del Centro auxiliar 
de la décima región, con residencia en la ciudad de Saltillo, Coahuila, den­
tro del cuaderno auxiliar 163/2014, derivado del juicio de amparo indirecto 
175/2013, del índice del Juzgado primero de distrito en materia administrativa 
en el estado de Nuevo león.

reSultaNdo:

primero.—demanda de amparo. mediante escrito presentado el trece 
de febrero de dos mil trece, ante la oficina de correspondencia común de los 
Juzgados de distrito en materia administrativa en el estado de Nuevo león, 
**********, en nombre y representación de **********, solicitó el amparo y 
protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos 
que se precisaron de la siguiente manera:
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SeGuNdo.—Garantías constitucionales violadas. las quejosas seña­
laron como garantías violadas en su perjuicio las establecidas en los artícu­
los 1o., 14, 16, 28 y 31, fracción iV, de la Constitución política de los estados 
unidos mexicanos. 

terCero.—admisión y trámite del juicio de amparo indirecto. por razón 
de turno, la demanda de garantías se remitió al Juzgado primero de dis­
trito en materia administrativa en el estado de Nuevo león, quien la admitió 
a trámite mediante proveído de catorce de febrero de dos mil trece; requirió a 
las autoridades señaladas como responsables para que rindieran su informe 
justificado; señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia consti­
tucional, y dio vista al agente del ministerio público Federal adscrito. 

el veinticinco de marzo de dos mil catorce, el Juez primero de distrito 
en materia administrativa en el estado de Nuevo león celebró la audiencia 
constitucional y, por acuerdo de ocho de abril del propio año, de conformi­
dad con el punto quinto del acuerdo General 54/2009, del pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, que crea el Centro auxiliar de la décima región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila, así como los órganos jurisdiccionales que lo 
integrarán, ordenó remitir el asunto a la oficina de Correspondencia Común 
de los Juzgados de distrito en materia administrativa en el estado de Nuevo 
león, para que por su conducto se remitiera a la oficina de Corresponden­
cia Común del Centro auxiliar de la décima región, con residencia en Sal­
tillo, Coahuila y ésta, a su vez, lo turnara al Juzgado primero de distrito del 
Centro auxiliar de la décima región. 

el catorce de abril de dos mil catorce, el Juez primero de distrito del 
Centro auxiliar de la décima región, con residencia en Saltillo, Coahuila, tuvo 
por recibido el referido expediente 173/2013, y lo registró como cuadernillo 
auxiliar 163/2014, ordenando que en su oportunidad se dictara la sentencia 
correspondiente y se devolviera el expediente al juzgado de origen.

Cuarto.—resolución constitucional. el Juez primero de distrito del 
Centro auxiliar de la décima región, con residencia en Saltillo, Coahuila, 
dictó la resolución constitucional el quince de mayo de dos mil catorce, la que 
concluyó con los puntos resolutivos que a la letra dicen:

"primero. Se sobresee el juicio de amparo promovido por **********, 
respecto de los actos reclamados identificados con los números 1, 3, inci­
sos a) y b), 4, inciso b), 5 y 6 del considerando segundo de esta sentencia, por 
las consideraciones y fundamentos precisados en los apartados tercero y 
quinto de la presente resolución. 
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"SeGuNdo.—la Justicia de la unión no ampara ni protege a 
**********, respecto a los actos de autoridad identificados como números 
2, 3, inciso c) y 4, inciso a), del considerando segundo de la presente deter­
minación, por las consideraciones y fundamentos precisados en el apartado 
sexto de esta resolución."

QuiNto.—recurso de revisión. inconformes con dicha determinación, 
las empresas quejosas, a través de su representante legal, interpusieron el 
presente recurso de revisión.

SeXto.—admisión del recurso. en auto de veinte de junio de dos mil 
catorce, este primer tribunal Colegiado en materia administrativa del Cuarto 
Circuito admitió a trámite el recurso de revisión y lo radicó bajo el número 
200/2014. en el propio auto se dio vista al agente del ministerio público de la 
Federación adscrito a este órgano jurisdiccional, quien no formuló pedimento. 

SÉptimo.—turno. por auto de veintisiete de junio de dos mil catorce, 
se turnó el asunto al magistrado Sergio eduardo alvarado puente, para la 
formulación del proyecto respectivo; y, 

CoNSideraNdo:

primero.—Competencia. este primer tribunal Colegiado en materia 
administrativa del Cuarto Circuito es competente para conocer del presente 
recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en el punto cuarto, in­
ciso B), del acuerdo General Número 5/2013 del pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicado en el diario oficial de la Federación el 
veintiuno de mayo de dos mil trece, en atención a que en el juicio de origen se 
impugnan diversos artículos de la ley de Hacienda del estado; asimismo, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 83, fracción iV, 85, fracción ii, 86, 
88 y 90 de la ley de amparo que estuvo vigente hasta el dos de abril de dos 
mil trece, y que resultan aplicables conforme al artículo tercero transitorio de 
la ley de am paro en vigor, en relación con el 37, fracción iV, de la ley orgáni­
ca del poder Judicial de la Federación, y conforme a los acuerdos Generales 
Números 84/2000 y 3/2013, del pleno del Consejo de la Judicatura Federal, pu­
blicados en el diario oficial de la Federación el cinco de diciembre de dos 
mil y quince de febrero de dos mil trece, respectivamente, ya que se interpuso 
en contra de una resolución dictada por un Juez de distrito en la audiencia 
constitucional de un juicio de garantías.

en efecto, en el caso concreto, si bien la sentencia recurrida fue emi­
tida por el Juez primero de distrito del Centro auxiliar de la décima región, 
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con residencia en Saltillo, Coahuila, dentro del cuaderno auxiliar 129/2014, es 
decir, en un lugar donde este órgano colegiado no tiene jurisdicción, también 
lo es que dicho juzgado está encargado de brindar apoyo temporal única­
mente en el dictado de sentencias en los lugares con alta carga de trabajo; 
que en el caso concreto, fue en auxilio del Juez primero de distrito en materia 
administrativa en el estado, quien fue el juzgador que conoció inicialmente 
y dio trámite a la demanda de garantías, sobre la cual este órgano colegiado 
sí ejerce jurisdicción; de ahí la competencia para resolver el presente medio 
de impugnación.

es ilustrativa, en lo conducente, la jurisprudencia 2a./J. 107/2010, de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
la página 440, tomo XXXii, agosto de 2010, del Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Novena Época, de rubro y texto siguientes:

"órGaNoS JuriSdiCCioNaleS auXiliareS. Su CompeteNCia.—
Conforme a la facultad derivada del artículo 94, sexto párrafo, de la Consti­
tución política de los estados unidos mexicanos, consistente en determinar 
el número, división en circuitos, competencia territorial y especialización por 
materia de los tribunales Colegiados y unitarios de Circuito y de los Juz ga­
dos de distrito, el Consejo de la Judicatura Federal emitió diversos acuerdos 
generales mediante los cuales creó órganos jurisdiccionales auxiliares, encar­
gados de brindar apoyo temporal únicamente en el dictado de sentencias 
en los lugares con alta carga de trabajo. de lo anterior se concluye que los 
órganos jurisdiccionales auxiliares tienen una competencia restringida, es 
decir, no abierta al turno ordinario de los asuntos, por lo que no pueden decla­
rarse incompetentes y negarse a conocer de los remitidos para su resolución, 
dado que su actuar se rige por el acuerdo general correspondiente y, por 
ende, su competencia está circunscrita a dictar sentencia en los expedientes 
remitidos por disposición del Consejo de la Judicatura Federal, como expre­
sión pura de la facultad que a este órgano le confiere la Constitución General 
de la república; de ahí que sea inaplicable el acuerdo General 48/2008, 
relativo al turno de los asuntos mediante el sistema de relación, en atención 
al principio jurídico de que la norma especial se aplica sobre la general."

SeGuNdo.—temporalidad. el recurso de revisión se interpuso de 
manera oportuna.

lo anterior es así, ya que la sentencia recurrida, de quince de mayo 
de dos mil catorce, se notificó a las recurrentes el cuatro de junio del mismo 
año (foja 3568), misma que surtió efectos al día siguiente, de conformidad 
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con el artículo 34, fracción ii, de la ley de amparo, vigente hasta el dos de 
abril de dos mil trece. en ese sentido, el término de diez días a que se refiere 
el artículo 86 del citado ordenamiento legal, inició a partir del seis de junio 
de dos mil catorce y concluyó el diecinueve del propio mes y año, descon­
tándose de dicho cómputo los días siete, ocho, catorce y quince de junio de 
dos mil catorce, por ser sábados y domingos, de conformidad con el artículo 
163 de la ley orgánica del poder Judicial de la Federación; por consiguiente, 
si el recurso de revisión se interpuso el doce de junio de dos mil catorce, se con­
cluye que fue interpuesto dentro del término que la ley concede para tal efecto.

terCero.—resolución impugnada. la resolución controvertida se 
apoya, en lo conducente, en las siguientes consideraciones: 
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